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(Sin corregir) 


Señor Representante Sebastián Sabini. 


Señores Representantes Gerardo Amarilla, Verónica Alonso, Julio Bango, Pablo Iturralde 
Viñas, Felipe Michelini, Nicolás Pereira, Luis Puig, Daniel Radío, Richard Sander y Berta 
Sanseverino. 


Por JND, doctor Diego Cánepa, Presidente; sociólogo Julio Calzada, Secretario General; 
Coordinadora del Área de Administración, Andrea Da Cunha; Coordinador del Área de 
Tratamiento, Luis González; Coordinadora de la División Relacionamiento Internacional y 
Cooperación, Elena Lagomarsino; Coordinador de la Secretaría de Descentralización, 
Gustavo Misa; Coordinador de la División Control de la Oferta, Fernando Olivera; 
Coordinadora del Área de Reducción de la Demanda, Marta Suanes; Coordinador del 
Observatorio Uruguayo de Drogas, Héctor Suárez; Coordinador del Departamento de 
Prevención, Augusto Vitale, y Coordinadora del Departamento de Inserción Laboral, 
Rosina Tricánico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Sabini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


——— Corresponde considerar el primer punto del orden del día: "Vicepresidente. Elección". 


SEÑOR AMARILLA.- Proponemos al señor Diputado Iturralde Viñas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 


(Ingresan a Sala el Presidente de la Junta Nacional de Drogas y una delegación de la Secretaría Nacional de 
Drogas) 


——La Comisión Especial de Drogas y Adicciones con Fines Legislativos tiene mucho gusto en recibir al 
Presidente de la Junta Nacional de Drogas, doctor Diego Cánepa; al Secretario General de la Secretaría 
Nacional de Drogas, sociólogo Julio Calzada, la Coordinadora del Área de Administración, Andrea Da 
Cunha; el Coordinador del Área de Tratamiento, Luis González, la Coordinadora de la División 
Relacionamiento Internacional y Cooperación, Elena Lagomarsino, el Coordinador de la Secretaría de 
Descentralización, Gustavo Misa, el Coordinador de la División Control de la Oferta, Fernando Olivera, -la 
Coordinadora del Área de Reducción de la Demanda, Marta Suanes, el Coordinador del Observatorio 
Uruguayo de Drogas, Héctor Suárez, el Coordinador del Departamento de Prevención, Augusto Vitale, y la 
Coordinadora del Departamento de Inserción Social, Rosina Tricánico. 


Tenemos como objetivo conversar sobre la estrategia integral en drogas que está llevando adelante la Junta 
Nacional de Drogas y los proyectos que tenemos a estudio en el Parlamento con relación al consumo y la 
regulación del Cannabis. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero agradecer al señor Presidente y a los integrantes de la Comisión por las 
oportunidades que nos dieron para coordinar esta reunión. Tuvimos que cambiar la fecha en varias 
ocasiones, por viajes al exterior con el Presidente de la República y por problemas de agenda, que no 
nos permitían contar con el tiempo que requiere la consideración de estos temas en el Parlamento. 


Dados los anuncios que se hicieron en la presentación del documento "Estrategia por la vida y la 
convivencia" -que incluía algunas medidas íntimamente relacionadas a la política nacional de abordaje al 
problema drogas y a la estrategia para la lucha contra las adicciones-, en el ámbito del Gabinete de Seguridad 
ampliado nos pareció que había un aspecto que debía ser discutido en esta Comisión. Cuando llegue el 
proyecto de ley al Parlamento Nacional -a más tardar, la semana próxima-, será el Presidente de la Asamblea 
General, contador Danilo Astori, quien decida si entrará por el Senado o por la Cámara de Diputados. 
Nosotros le sugerimos, en nombre del Poder Ejecutivo, que entrara por la Cámara de Diputados, donde 
trabaja esta Comisión Especial, que cuenta con un bagaje y una acumulación de conocimiento muy 
importante y tiene a estudio otros proyectos que tratan este asunto desde otro ángulo. En nuestra opinión, 
todos estos proyectos de ley deberían ser considerados de manera conjunta, de forma de analizar cuál es la 
mejor solución y cuál es el cambio de perspectiva de la política pública referida, más que al consumo, 
fundamentalmente a la comercialización y a la producción de Cannabis en nuestro país. 


Nos parece importante recapitular lo que ha sido la estrategia nacional para el abordaje del problema drogas. 
Tenemos una estrategia nacional aprobada para el período 2011-2015, y hay un material -que muchos 
conocen -que fue entregado y tratado ampliamente en el ámbito público y que fue presentado en varias 
oportunidades a distintas organizaciones. Me gustaría resumir la actuación hasta el momento, porque hacer 
un "racconto" exhaustivo no es el motivo de esta reunión, aunque si así lo requieren los señores legisladores 
estamos dispuestos a presentar cada punto y cada política que se está llevando adelante. Esa es la razón de - 
de la presencia en esta Comisión del equipo multidisciplinario que integra la Junta Nacional de Drogas. 


La estrategia nacional comprende todos los elementos y la convergencia de las distintas políticas públicas 
que se llevan adelante por un órgano que ustedes conocen muy bien, pero cuyas características me parece 
importante recordar. El modelo que tenemos y que reivindicamos en la Junta Nacional de Drogas -no desde 
este Gobierno ni del anterior, sino desde su creación-, es un modelo de coordinación y de responsabilidad en 
la participación de las políticas públicas. -Hay otros modelos en la región, a los que nosotros no adherimos, 
en los que se generan y se concentran juntas nacionales de drogas que terminan teniendo más de seiscientos, 
setecientos, ochocientos, novecientos funcionarios para el tratamiento de esta temática, duplicando muchas 
veces las políticas públicas necesarias. Acá hay aspectos sanitarios, laborales, de política exterior, de políticas 
vinculadas la seguridad, todos ellos están presentes en la conformación que la Junta se dio en su momento, 
con la coordinación de la Presidencia de la República, ámbito natural para dicha coordinación, con los 
distintos Subsecretarios que integran la Dirección, con lo cual se pretende lograr la articulación y 
coordinación de las políticas públicas. La coordinación de las políticas públicas y su articulación en el 
territorio implica la maximización y la optimización de recursos ya establecidos en las distintas políticas. 
Obviamente, quien tiene la responsabilidad sectorial de la política sanitaria es el Ministerio de Salud Pública; 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene la responsabilidad sectorial de la política vinculada con la 


seguridad laboral; la responsabilidad de las políticas vinculadas a cómo se trabaja en el financiamiento y la 
tributación de las políticas públicas contra las adicciones es del Ministerio de Economía y Finanzas, que está 
presente. Pero no alcanza con una visión sectorial de cada uno de ellos, sino que es necesaria la convergencia 
y la visión de una política única, con distintos aspectos, como si fuese un poliedro con difrerentes caras, en 
las cuales vemos distintas políticas que deben atender a un mismo fin y a un mismo objetivo. Para eso la 
coordinación. 


Por lo tanto, esta estrategia nacional tiene algunos principios. Luego le daría la palabra al Secretario 
Nacional, Julio Calzada, para que realice el resumen y explicite cuáles son los objetivos claves, cuáles son los 
programas que se desarrollan y en qué punto se encuentran. Lo importante es que la Junta Nacional de 
Drogas, por unanimidad de todos sus integrantes, resolvió que los principios rectores de esta estrategia 
nacional para el abordaje del problema de drogas fueran siete. Están en el repartido que les entregamos, pero 
quiero destacarlos para que figuren en la versión taquigráfica. 


El primero, es una visión integral con un clivaje en derechos humanos, que significa la integración de los 
principios e instrumentos de derechos humanos con la política de drogas; el respeto de derechos y garantías 
en todas las dimensiones. 


El segundo es un principio de equidad: el compromiso en el logro de la dignidad y equidad humana 
incorporando la equidad socioeconómica de género, generaciones y territorios. El territorio es clave en el 
desarrollo del alcance de nuestras políticas públicas con equidad en nuestro país. 


En lo que tiene que ver con la democracia, está la necesidad de abrir un gran debate hemisférico, regional, 
nacional y local, integrando todas las miradas, como forma democrática de fortalecer la estrategia en drogas. 
Esto muestra algo que desde el primer momento anunciábamos en nuestra administración en la Junta 
Nacional de Drogas, y tiene que ver con un debate amplio e integral en la sociedad con respecto a los 
resultados de determinadas políticas públicas en drogas, a fin de ver si era necesario revisarlas, con alcance y 
consensos políticos y sociales importantes para darles perdurabilidad. 


Integralidad, equilibrio y transversalidad: esto implica un abordaje completo interinstitucional, cooperación 
con la sociedad civil y ampliación de las visiones y modalidades de intervención. La cooperación como 
principio de responsabilidad común equitativamente compartida. La defensa del multilateralismo como 
patrimonio del hemisferio y unidad en la diversidad. La participación, que es la gestión compartida en los 
riesgos y la construcción de las políticas con la comunidad desde un Estado presente y responsabilidad social 
compartida. La evidencia científica y las buenas prácticas, y esto es una política de drogas basada en 
información y conocimiento de base científica y de buenas prácticas evaluadas debidamente. 


Estos principios no son baladíes, no son solamente para escribirlos en un documento. Cada uno de ellos debe 
atravesar las políticas que razonamos, implementamos y queremos llevar adelante. 


Es por eso que quería dejar constancia de estos elementos. Con respecto al primer elemento de esta 
presentación de estrategia nacional para el abordaje del problema de drogas, quisiera darle la palabra al 
Secretario de la Junta Nacional de Drogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que convocamos a la Junta para hablar de dos temas. Por supuesto 
que los legisladores pueden hacer otras consultas, pero la convocatoria refería al abordaje de la 
estrategia integral y, en particular, a los proyectos que tenemos en el Parlamento con relación al 
cannabis. Podemos hacer alguna otra consulta, pero ese es el motivo de la convocatoria. 


El señor Diputado Iturralde desea hacer un planteo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Dado el escaso tiempo que tenemos, no tanto nosotros, que estamos 
trabajando, sino la Junta Nacional de Drogas, me parece que sería bueno que abordáramos las 
novedades y que todo aquello que ya conocemos y está entre las políticas generales lo dejemos de lado, 
pasando directamente a enfocar lo que Usted ha planteado y que está en el orden del día, porque hay 
generalidades que ya las conocemos todos y no vamos a discutir nuevamente algunas cosas que las 
damos como prerrequisito y que no agregan nada. Quiero recordar que estamos en el mes de agosto y 
esta es la segunda reunión de esta Comisión en el año. 


SEÑOR BANGO.- Quiero saludar al Presidente y al Secretario de la Junta de Nacional de Drogas y a 
su equipo. 


Simplemente, señor Presidente, quiero recordar -por si no todos tuvimos la oportunidad de ver el orden del 
día -que el asunto que figura en segundo término es la estrategia integral en drogas y el que figura en tercer 
término es la regulación de cannabis. No sé si el señor Diputado Iturralde está planteando eliminar la 
consideración del segundo punto y pasar al tercero. Si no es así, agradecería al Presidente o al Secretario de 
la Junta Nacional de Drogas que nos hiciera un resumen de cuál es la estrategia integral en drogas y en qué 
punto de su ejecución está, dado que si bien hemos tenido contactos previos, fueron hace prácticamente un 
año y medio. Por lo tanto, creo que a los efectos de los puntos que tiene que tratar esta Comisión es muy 
relevante actualizar la información sobre la estrategia integral en drogas, que figura como segundo punto del 
orden del día. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Se lo digo más en criollo -quise ser más coloquial: me parece que si 
seguimos así, va a ser toda una charlatanería de cosas generales que ya conocemos todos. Creo que lo 
que tenemos que hacer es abordar específicamente la política general y qué es lo que propone el 
Gobierno con el cannabis, porque, si no, nos vamos nuevamente por las ramas y yo, por lo menos, 
quisiera abocar nuestro tiempo específicamente a eso. 


SEÑORA SANSEVERINO.- En primer lugar, quiero saludar a todo el equipo. 


Creo que es bueno empezar de la mejor manera y de la forma más respetuosa. Esta Comisión es nueva, tiene 
nuevos integrantes, y un abordaje integral de un asunto de la complejidad como el que tenemos que 
considerar y luego legislar me parece que es el punto inicial, y eso no es charlatanería. Es una introducción 
necesaria de un gran esfuerzo que se está haciendo y que para la Comisión va a ser de un valor 
extraordinario, para luego, sí, ingresar a los aspectos más legislativos, teniendo claro las cuestiones más 
conceptuales. 


Por lo tanto, considero que debemos mantener el orden, y la administración del tiempo la harán los 
compañeros de la Junta Nacional de Drogas. 


SEÑOR PUIG.- Me siento representado por lo expresado por la compañera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proponer mantener el orden del día y, en todo caso, creo que en la 
primera reunión que este año tenemos con la Junta Nacional de Drogas es importante ver la 
integralidad y no solamente las cuestiones específicas. 


En lo personal, no creo que la forma correcta sea dirigirse y hablar en esos términos. Intentemos tener una 
buena reunión de trabajo, que para eso venimos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que me dirigí de la mejor forma, absolutamente correcta. Lo 
planteé en términos apropiados y, ante la duda de qué es lo que quería decir, lo pasé a términos 
criollos. Me parece que también el Parlamento merece respeto y no que vengamos a hablar de 
generalidades que ya todos conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es su opinión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Es la mía, sí; por suerte la puedo mantener cuando quiero, y la voy a 
seguir manteniendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy bien. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero expresarme a los efectos de mantener el clima que se debe tener. Creo que 
todos tenemos el derecho de decir lo que queremos, pero la perspectiva del Poder Ejecutivo era, a 
partir de una citación, traer al equipo para que diera una visión integral sobre este aspecto, e hicimos 
una introducción de pocos minutos. Lamento el calificativo, que viene de alguien por quien tengo un 


respeto enorme y sé que no debe haber sido su voluntad calificar de esta manera. Considero que 
debemos dar por superado este pequeño incidente inicial e ir hacia los aspectos vinculados a este tema. 


Quiero adelantar que, luego de esta intervención que vamos a hacer, estamos abiertos a todas las preguntas, 
opiniones o cuestionamientos que se quieran realizar y de la manera que se quieran efectuar. Precisamente, 
hemos venido para intentar dar satisfacción a lo que los señores legisladores entiendan que necesitan en 
cuanto a conocimiento o información. Por supuesto -como todos sabemos-, eso no necesariamente implica 
que tengamos acuerdo en las visiones que representemos y sobre el alcance de las políticas que estamos 
desarrollando. Después, cada uno se hará cargo de la responsabilidad que representa. 


SEÑOR CALZADA.- Voy a ser breve, a efectos de entrar a considerar los aspectos que son de interés 
de todos. 


Ya que está planteada la estrategia integral, nos parece importante hacer un "agglornamiento" para ver en qué 
está el desarrollo de esta estrategia y cuáles son los puntos en los cuales el Poder Ejecutivo, desde la Junta 
Nacional de Drogas, se ha centrado en este tiempo de trabajo. 


Voy a centrarme, básicamente, en cuatro grandes puntos, que son: la territorialización y regionalización de las 
políticas, el fortalecimiento de la red de atención en términos sanitarios, la regulación del mercado del 
alcohol y la regulación del mercado del cannabis. Como bien decía el Presidente de la Junta Nacional de 
Drogas, estos cuatro puntos están señalizados, grosso modo, en estos índices iniciales de la estrategia -que 
todos ustedes tienen a disposición-, con relación a los cuales estamos trabajando sobre -un plan que incluye 
los cinco años con que cuenta la estrategia para su implementación. 


Con respecto a la regionalización, hemos avanzado sustancialmente, en función de los lineamientos 
acordados por la OPP con el Congreso de Intendentes, en trabajar en cinco regiones en el país: una región 
este que comprende Maldonado, Lavalleja, Treinta y Tres y Rocha; una región centro que incluye San José - 
exceptuando Ciudad del Plata-, Flores, Florida y Durazno más Paso de los Toros; la región metropolitana - 
que todos conocemos -formada por Montevideo, Canelones y Ciudad del Plata; la región litoral oeste, que 
comprende Colonia, Soriano y Río Negro, y la región norte, donde inicialmente veníamos trabajando en dos 
regiones y, en función de una solicitud de los señores Intendentes, se acordó -conjuntamente con la OPP - 
tener una región única. 


Como todos ustedes saben, la regionalización obedece a cuestiones vinculadas con el desarrollo integral del 
país y a una visión del Poder Ejecutivo, de la OPP y del Presidente de la República acerca de la necesidad de 
hacer sinergia entre las instituciones que tenemos en estos lugares. En función de eso, la base de este diseño y 
la inclusión, por ejemplo, de Ciudad del Plata en la región metropolitana, y la inclusión de Paso de los Toros 
en la región centro, obedecen fundamentalmente a los acuerdos y lineamientos estratégicos sobre los cuales 
está trabajando ASSE. Esto tiene que ver con la disponibilidad hospitalaria, con la disponibilidad de los 
recursos sanitarios en estos lugares del país. 


En este momento, contamos con tres centros, que se han ido actualizando y activando en la medida de su 
puesta en funcionamiento. Ellos son: Casa Abierta, en Artigas, que da cuenta de las necesidades de 
internación de todos los usuarios de la zona norte de país; Jagiiel, en Maldonado, que daría cuenta de la 
región este, y el Portal Amarillo, que de alguna manera daría cuenta de la región metropolitana y que 
quedaría aliviado; en este momento le pueden llegar usuarios de todo el país. Hay dos centros más de 
referencia que articularían las atenciones y tratamientos en estas regiones: uno en Durazno, donde estamos 
trabajando conjuntamente con las Juntas Departamentales de Drogas de esos departamentos. Ahí tenemos dos 
alternativas: por un lado, una propuesta del Intendente de Durazno, señor Irazábal, que sugiere un local 
perteneciente a la Intendencia y, por otro, un proyecto arquitectónico, propuesto por ASSE, en el primer piso 
del Hospital de Durazno. No sé si lo conocen: es un edificio con un esqueleto arriba, -que se comenzó en la 
época de la dictadura y tiene tres pisos que todavía no han terminado de ser construidos. 


Por último, conjuntamente con los Intendentes y las Juntas Departamentales de Drogas, fundamentalmente de 
Soriano y de Río Negro, estamos analizando la posibilidad de utilizar un local que era propiedad del INAU, 
el Hogar Asencio, que tiene una disponibilidad de cuarenta camas. Tiene ciertas dificultades, por lo que 
estamos viendo la posibilidad de ubicar otro espacio que sirva como una alternativa. 


La regionalización tiene como eje central el fortalecimiento de la red nacional de atención y el tratamiento en 
drogas, pero da cuenta del conjunto de acciones que se realizan en el territorio en materia de drogas, tanto de 
atención y tratamiento como de prevención -e inserción social, donde estamos avanzando, fundamentalmente 
en coordinación con el MIDES y el INEFOP, para establecer estrategias de salida, de inserción social, 
cultural y educativa para el conjunto de usuarios que puedan estar en procesos de tratamiento, sea de 
internación, ambulatorio o comunitario. 


De alguna manera he dado cuenta, "grosso modo", de la regionalización y el fortalecimiento. Si la Comisión 
lo desea podemos profundizar en cualquiera de ellos y en la situación concreta en que estamos. 


En cuanto al fortalecimiento de la red, hemos diseñado dos dispositivos. Uno de ellos es en el Hogar "Las 
Brujas", del INAUÚ. Allí se está terminando con la refacción, y se disponen de treinta camas. Esta semana se 
va a realizar un llamado a entidades de la sociedad civil para su gestión y está destinado a usuarios que 
ameriten una internación de mediana y larga estadía, es decir, períodos de seis a doce meses. El otro es en el 
Hogar de Varones de la ciudad de San José, donde se empezó su reacondicionamiento hace quince días. Este 
es para personas que además de tener problemas de desestructuración familiar y un fuerte handicap para 
poder salir rápidamente de esta situación, también tengan una patología psiquiátrica. Este es un centro con 
dieciocho camas, y dos camas para internación más compleja. 


Este conjunto de dispositivos se complementa con otros de tipo hospitalario, destinados especialmente a la 
desintoxicación de los usuarios más problemáticos -ya sea de drogas legales o ilegales-, que se llaman 
Equipos de Respuesta Inmediata en Crisis de Adicción. 


La semana próxima, o en quince días, comenzaremos con la refacción de un lugar en la emergencia del 
hospital Maciel. También tenemos prevista - con diseño y en fase de implementación -la instalación de un 
dispositivo de este tipo en la ciudad de San José. 


Estos espacios son para trabajar con agudos, que implica una internación de dos a siete días, y se ha previsto 
once camas en Montevideo y cinco en San José. 


En el tercer punto de lo que marcaba como ejes estratégicos está la regulación del mercado del alcohol. Ha 
sido ampliamente difundido que venimos trabajando desde hace un año en este aspecto. Nos parece que es 
una política central y de largo aliento para el país. 


Hoy estamos funcionando con una Comisión integrada por personas provenientes de diferentes sensibilidades 
políticas y sociales, y estamos terminando la redacción de un proyecto de ley que después será puesto a 
consideración del Consejo de Ministros y enviado al Parlamento. 


Un proyecto de estas características, con una estrategia que pretende generar un cambio cultural en el país 
con respecto a los usos problemáticos del alcohol, merece un tratamiento pormenorizado. La elaboración de 
esta iniciativa ha llevado más tiempo del que hubiéramos deseado, pero tenemos previsto el día 23 de agosto 
como fecha de finalización del trabajo de esta Comisión -ad-hoc de la Secretaría Nacional de Drogas. Esta 
comisión está integrada por un conjunto de actores, entre los cuales se encuentran la doctoras María Julia 
Muñoz y Amelia Laborde, y los doctores Gustavo Zerbino, Miguel Asqueta y Flores Colombino. Son 
personas fuertemente involucradas en este tema, que tienen un amplio conocimiento del alcohol y de la 
regulación general de mercados vinculados a las drogas porque muchos de ellos trabajaron fuertemente en la 
implementación de la estrategia contra el tabaco en el Período pasado. 


En cuanto a los aspectos centrales ya los hemos detallado. Por estar en el ámbito legislativo sabrán que existe 
diversa legislación materia de alcoholes. Hay un conjunto de organismos que tienen que ver con la regulación 
del alcohol en el mercado y esto determina que tengamos un gran problema de control. 


Los dispositivos de control son diversos, muchas veces se superponen y no actúan por desuso. 


Teníamos dos grandes desafíos. Por un lado, armar una estructura de control potente y, por otro, apoyarnos en 
las estructuras de control existentes y establecer un mecanismo que las dinamizara, liderara y supervisara. En 
eso hemos estado trabajando y esperamos que antes de que termine el mes de agosto el referido proyecto 
pueda estar en el Parlamento. 


Con relación a la propuesta de regulación del mercado del cannabis, uno de los aspectos mencionados en la 
estrategia -trabajamos en ella en 2010 y la aprobamos para el período 2011 2015 -se refería especialmente a 
la necesidad de abrir un debate hemisférico, regional, nacional y local integrando todas las miradas como 
forma democrática de fortalecer la estrategia en drogas. Este gran debate ha estado vedado, 
fundamentalmente, en los organismos internacionales, tanto a nivel regional como de Naciones Unidas 


Desde el inicio del Período pasado Uruguay ha planteado la necesidad de realizar este amplio debate en 
Naciones Unidas, tanto en la Cicad, en la Unasur y como en el Mercosur, en congruencia con lo que han sido 
otras iniciativas. En esto -no hemos sido los únicos, pues hay iniciativas de organizaciones no 
gubernamentales y de -organizaciones de derechos humanos. También está -la Comisión Global de Políticas 
de Drogas integrada, entre otros, por Kofi Annan y Paul Walker, actores de relevancia en el plano 
internacional que tienen una lectura del fracaso de estas políticas en el sentido de que el objetivo propuesto 
hace cincuenta años -en una época en la que la televisión era en blanco y negro, la leche venía en botellas de 
vidrio y no había internet -tuvo resultados inversos porque no redujo ni eliminó la producción y el consumo 
de drogas, se agravaron los problemas sanitarios de los usuarios de drogas y, particularmente -esta la 
preocupación central del Gobierno por incluir este tema en la estrategia por la vida y la convivencia, y 
avanzar en la regulación del mercado del cannabis-, ha generado un brutal proceso de deterioro en muchos 
países vinculados al narcotráfico, al lavado de activos, al tráfico de armas y a un conjunto de aspectos que 
afectan directamente su seguridad. Esto es muy claro en México, Guatemala y, fundamentalmente, algunos 
países centroamericanos. 


En ese sentido hemos trabajado fuertemente en el conocimiento de todas estas experiencias, y puedo decir 
que estuvimos muy cerca de la de Río de Janeiro en el combate al narcotráfico. También trabajamos en 
aspectos que hacen a la construcción de la ciudad y de ciudadanía con relación a eso. 


La regulación del mercado del cannabis, de acuerdo con la propuesta del Poder Ejecutivo, está vinculada a 
estos dos grandes objetivos. Por un lado, ampliar la oferta y el espacio sanitario para los usuarios de estas 
sustancias y, por otro, avanzar desde una perspectiva diferente a la que nos han propuesto en los últimos 
cincuenta años para enfrentar el narcotráfico. 


Estos son los aspectos centrales en los que estamos trabajando y, obviamente, podemos interiorizar en los 
aspectos específicos que deseen. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero responder a la señora Diputada Sanseverino. 


Teníamos la idea de hacerlo mucho más amplio, pero en virtud del planteamiento que se hizo acá -y para no 
afectar la sensibilidad de los señores legisladores-, hemos resuelto que el Secretario General haga un 
planteamiento muy específico. 


Sin embargo, si hubiera alguna duda de cómo viene marchando algún aspecto del plan, que como todos saben 
es concreto y no genérico, todo nuestro equipo está dispuesto a aportar toda la información y todos los 
detalles de su implementación. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En primer lugar, no sé cómo se habrán entendido mis palabras, y por 
eso aclaro que yo cuento con toda la tarde del día de hoy. Es más, para ser específico, desde principio 
de año estamos esperando para hablar de este tema. Si bien hemos hablado informalmente con el señor 
Prosecretario de la Presidencia, estamos en agosto y desde principios de año -reitero -estamos por 
hablar de este tema. 


Nos ha atendido en forma más que adecuada el sociólogo -Calzada nos ha atendido en forma más que 
adecuada en reiteradas oportunidades. Con el señor Prosecretario no hemos podido hablar porque siempre 
estaba apurado, no nos podía devolver los llamados ni los mensajes. Ha sido bastante dificultoso. 


Quisiera aprovechar su presencia para que nos informara sobre todos estos temas. 
Mi impresión es que más allá de la política de largo plazo y del planteo que hizo el sociólogo Calzada, que 


compartimos completamente, tenemos que discutir algunos temas muy importantes. Por ejemplo, el 
Gobierno, en una conferencia de prensa realizada luego de la muerte del trabajador de La Pasiva, señaló que 


iba a anunciar algunas medidas vinculadas con la seguridad. Ese día escuchamos a algunos Ministros 
referirse a la legalización de la marihuana, y al día siguiente también escuchamos al señor Secretario de la 
Presidencia, quien contó cómo imaginaban el tema, que se solicitaría a los consumidores los "toquitos" para 
que no consumieran demasiado marihuana. También se dijo que esto no iba en contra de la legalización del 
autocultivo, pero después algunos Ministros dijeron que sí. 


Es decir, hemos escuchado distintas posiciones en la prensa y por eso esperaba en el día de hoy conocer una 
versión oficial, más allá de que una vez más se viene a decir que el proyecto va a estar pronto en una semana. 
No sé muy bien cuánto duran las semanas en este Gobierno, pero yo tengo entendido que una semana tiene 
siete días. Ya hace bastante más de un mes que venimos escuchando sobre este tema. 


Espero que el abordaje de esta temática -yo quiero hacer algunos señalamientos -se haga con la misma óptica 
que se aplicó para otras drogas, por ejemplo, el tabaco y el alcohol, que ha sido muy exitoso. Tenemos que 
felicitar a este Gobierno y al anterior por la política de abordaje del tabaco. Más allá de la eventual 
legalización de la marihuana, debe existir una política que marque claramente las dificultades que esto 
conlleva, porque hoy Uruguay está debatiendo acerca de su legalización y da la impresión de que se lo está 
haciendo sobre la base de que la es buena. Como tengo una opinión formada y creo que el consumo de 
marihuana no es bueno -más allá de que entiendo que el marco normativo debe regularse a efectos de dar 
determinada lógica a un sistema que permite el consumo pero no la comercialización-, me gustaría saber qué 
opina el Gobierno. 


Sin embargo, como todos estos temas surgieron por los problemas de seguridad, que fue la primera vez que 
escuché al Gobierno hablar públicamente sobre la marihuana, me gustaría saber qué abordaje se hará con 
respecto a la pasta base, que es el gran tema que tiene el país. La gran vinculación de los temas de la 
seguridad con la marihuana es la pasta base. 


En el año 2009 presenté un proyecto en ese sentido y en 2010, con el señor Diputado Semproni, unificamos 
dos iniciativas: una estaba vinculada al grupo Madres de la Plaza y la otra al grupo Ateneo, para sugerir 
algunas soluciones, creando un Sistema Nacional de Rehabilitación. 


El Gobierno ha presentado algunos proyectos vinculados con la internación compulsiva, que a nuestro 
entender contienen normas positivas que ya estaban previstas en leyes anteriores, por lo cual nos gustaría 
conocer cuál es el enfoque que el Gobierno dará a esta temática. 


Yo cuento con todas las horas de la tarde y de toda la noche, si fuera necesario, para escuchar las propuestas 
del Gobierno. 


El señor Prosecretario señala que tenía respeto por mi persona. Creo que el respeto, además de decirse, debe 
ejercerse. Por consiguiente, si nos respeta como Parlamento, se deben abordar los temas con la seriedad que 
corresponde. 


SEÑOR CÁNEPA.- Lamentablemente, con el paso del tiempo uno pierde la práctica. 


Quiero dejar una constancia para que conste en la versión taquigráfica, porque no es un tema para discutir 
largo y tendido. 


En primer lugar, voy a acercar al señor Diputado un documento que explica cómo funciona la Junta Nacional 
de Drogas y las distintas responsabilidades que tiene su Presidente y su Secretario General. 


He recibido llamadas de varios legisladores, como las del señor Diputado, pero quiero dejar constancia para 
el futuro que hay vías formales para comunicarse que nunca fueron utilizadas, y que de aquí en más deberán 
utilizarse por toda la Junta Nacional de Drogas. Como Poder del Estado, el Poder Legislativo va a tener que 
remitirse y comunicarse por la vía formal, como es el camino que él ha elegido. Yo no tengo ningún 
problema. Juego con las reglas que quieran y en la cancha que deseen. 


En segundo término, expreso mi mayor respeto por esta Casa, que supimos integrar. Por encima de cualquier 
otra cosa, la respetamos como el Poder que representa legítimamente a todos los ciudadanos del país y a 


quien debemos informar y brindar todo lo que necesite, tal como hemos hecho en otras Comisiones por en 
otros temas o iniciativas por las que fuimos citados. 


Hecha esta constancia, insisto en lo que dije al principio: no es posible discutir parcialmente y en forma 
específica algunos temas, sin ubicarnos en un contexto global. No es un problema de palabras, sino de 
conocer cuál es la visión y el contexto en el cual estamos discutiendo determinadas políticas. 


Si se tiene real interés, no podemos llevar el debate a eslóganes, a la búsqueda de un minuto o de centímetros, 
sino que debemos analizar si tenemos un acuerdo global en un enfoque integral, porque así habremos dado un 
paso muy importante. Si llegamos a un acuerdo global en el abordaje de la política pública en la lucha contra 
las drogas, tanto las legales como el tabaco y el alcohol, como las ilegales, en este caso la marihuana, que es 
la más consumida en nuestro país, también podremos avanzar. 


Trajimos una propuesta integral -así se señaló en el orden del día-, con una conclusión, para rendir cuentas de 
cuál era el alcance de las políticas que se están llevando adelante. El señor Secretario General de la Junta 
Nacional de Drogas informó que más allá de que se hubieran extendido los tiempos, estamos en condiciones 
de avanzar en la estrategia nacional contra el consumo abusivo de alcohol, propuesta que se presentó en 
diciembre del año pasado y se está implementando en este. Eso -está a cargo de un grupo multidisciplinario 
que está terminado de elaborar algunas normas, que esperamos lleguen al Parlamento en las próximas 
semanas y pueda discutirse, por ejemplo, en esta Comisión Especial a la que le competen estos asuntos para 
legislar en materia de adicciones y de drogas. 


No quiero entrar en un juego de alusiones, y por eso creo que debemos dar por terminado el asunto y entrar a 
considerar la materia que a todos nos convoca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la exposición del Secretario General de la Junta Nacional de Drogas 
ha sido breve, pero muy concreta en cuanto a cuál es el camino a seguir. En ese sentido, se hicieron tres 
anuncios interesantes. 


Se habló de la ampliación del sistema de tratamiento sanitario con internación - es una demanda planteada en 
el Parlamento-, con un sistema para adultos, en los departamentos de Río Negro y Durazno, y la ampliación 
del sistema vinculado con los adolescentes en el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, que hoy 
básicamente está tercerizado -según lo que nos informara el Instituto en la Rendición de Cuentas -con dos 
centros: uno en "Las Brujas", en Canelones, y el otro en San José. -Esto hay que destacarlo y no dejarlo pasar 
como si aquí no se hubiera dicho nada, porque hay que recordar que los centros que hoy tenemos, antes no 
existían. Para esta problemática había muy pocos dispositivos y se han ido mejorando y duplicando. Cabe 
señalar que en el Parlamento ya tenemos por lo menos dos proyectos sobre regulación del mercado de 
alcohol, y contamos con dos iniciativas sobre la regulación del mercado de cannabis. Entonces, es muy 
importante que esta reunión tenga frutos y no nos detengamos en cuestiones que no tienen que ver con el 
trabajo. Quiero destacar que siempre que hemos convocado a la Junta Nacional de Drogas ha venido con muy 
buena disposición. En la anterior Comisión tuvimos extensas sesiones de trabajo. En esta oportunidad se nos 
pidió una extensión, pero la responsabilidad de no haber comenzado antes el trabajo le cabe al Parlamento. 
No creo que nadie pueda decir que en eso no tiene responsabilidad. 


Por lo tanto, propongo que aprovechemos el tiempo, que es valioso para todos, y sigamos adelante. 


SEÑOR RADÍO.- Confieso que solo ojeé este material ahora, mientras conversábamos, y no encontré 
ninguna referencia específica al alcohol. Tal vez no está en este trabajo. 


Quiero hacer algunas puntualizaciones. No estoy muy de acuerdo con las políticas respecto a las drogas 
legales -no sé si está prevista su modificación-, ni con la relativa al tabaco ni al alcohol. En primer lugar 
porque considero que hay incongruencias. Hay un empecinamiento nacional con relación al tema del tabaco, 
que es bárbaro porque es políticamente correcto: nadie se va a enojar si uno habla en contra del tabaco. Son 
ciertos todos los riesgos y peligros que representa el consumo de tabaco, que en muchos casos son peores que 
los del consumo de manteca o de chinchulines. Sin embargo, no me parece que haya la misma perspectiva 
respecto al consumo de alcohol, entre otras cosas, porque el Estado financia propaganda de alcohol. Resulta 
llamativo que mientras respecto al tabaco hay una obstinación, todos los domingos, después de que termina 
un partido de fútbol, se elige al "Jugador Mac Pay", una marca del Estado, que este patrocina para que la 


gente crea que el jugador de más rendimiento es el "Jugador Mac Pay". Desde una simple mirada por arriba 
esto parece incongruente con lo otro que venimos diciendo. Mientras tanto, nos ponemos a hacer esos 
pictogramas fabulosos, que asumo están integrados dentro de la estrategia que plantea la OMS para reducir el 
consumo de tabaco. De todas maneras, no pierdo oportunidad para señalar que los pictogramas me parecen 
inconvenientes. Creo que a la gente hay que informarla y no aterrorizarla. Los pictogramas son algo así como 
1 dividido publicidad, sería publicidad a la menos 1, una cosa que parte de la base de que a la gente hay que 
meterle miedo con estas cosas. Si esa fuera una estrategia coherente, deberíamos hacer lo mismo con los 
paquetes de manteca -me imagino los pictogramas con la gente en una silla de ruedas porque tuvo un infarto 
cerebral por haber tenido mucho colesterol -o en las parrilladas cuando comen chinchulines, etcétera. 
Francamente, me parece que hay una obstinación con eso. 


Otra incongruencia tiene que ver con las políticas de responsabilidad empresarial. En este país hay empresas 
productoras de alcohol que tienen políticas de responsabilidad empresarial. Quiero saber si las empresas 
productoras de tabaco tienen esa misma chance. No estoy seguro, pero tengo toda la impresión de que no 
tienen esa posibilidad. Si, por ejemplo, Montepaz mañana quiere salir a la calle a decir: "Acá está Montepaz, 
preocupándose por la comunidad", tengo la impresión de que no podrá hacerlo. 


Entonces, empezamos a movernos en ese eje "liberalización versus represión". Y ahí -insisto -hay una 
obstinación con el -tabaco. No estoy pidiendo lo mismo para el alcohol, sino señalando una incongruencia. A 
lo mejor tengo una óptica equivocada y, en ese caso sería bueno que me la aclararan, pero tengo la idea de 
que en ese aspecto habría que ajustar cosas. 


Con respecto a las drogas ilegales, tengo la misma perspectiva. Esto se anunció hace un tiempo y estamos a 
la espera. Plantear la legalización de la marihuana en un contexto de medidas por la seguridad pública, 
francamente, me parece inconveniente porque uno tiene que hacer un manejo prudente de estas cosas desde 
el punto de vista político. Me parece que refuerza el prejuicio de que la marihuana es la puerta de entrada a 
otras drogas. No sé si eso es lo que se quiere plantear. De lo contrario, no entiendo por qué legalizar la 
marihuana es un tema relacionado con la seguridad pública y por qué se plantea en un contexto de políticas 
de seguridad pública. Me parece inconveniente y que, de alguna manera, va en contra hasta del trabajo que 
veníamos realizando en el sentido de que no nos parecía que estaba bueno asociar eso. Sin embargo, ese 
concepto se refuerza. 


Por otra parte, seguiremos esperando el proyecto del Poder Ejecutivo, que ojalá llegue la próxima semana, 
como anunciaba el señor el Prosecretario de la Presidencia. Quiero tener algún nivel de certeza en cuanto a 
que si después de que llegue, se trabaje y, eventualmente, se apruebe, iremos para adelante o nos dedicaremos 
a mirar la encuesta y esperar que el 60% esté de acuerdo, porque eso es lo que el Presidente de la República 
manifestó y todos escuchamos. Entones, si nosotros trabajamos y el proyecto se aprueba, ¿el Poder Ejecutivo 
lo va a promulgar o lo va a vetar en caso de que el 60% de la población no esté de acuerdo? 


SEÑOR BANGO.- La intervención del colega Radío me tienta a incurrir en dar mi opinión sobre un 
montón de temas que él señaló, en algunos de los cuales me encuentro a favor de lo que expresó, y en 
otros no. Siempre es muy difícil trazar una frontera entre opinar y preguntar, por lo que intentaré 
abstenerme de esta tentación de opinar -como Comisión ya vamos a tener tiempo de discutir -y haré 
algunas preguntas para aprovechar el tiempo de las autoridades que nos visitan. 


En el tercer punto del orden del día figura el proyecto sobre regulación de cannabis, que consideraremos 
cuando los invitados se retiren. El Presidente de la Junta Nacional de Drogas mencionó que en la semana 
próxima o en la siguiente estaría arribando un proyecto sobre regulación de la producción, consumo y 
distribución de marihuana, cosa que nos vendría muy bien que así fuera porque -por lo menos en la opinión 
de este legislador, y creo que de la bancada del Frente Amplio -sería bueno avanzar en un tratamiento 
conjunto de la iniciativa que nos remita el Poder Ejecutivo y la que empezaremos a considerar a partir del día 
de hoy. 


Como no nos podemos expedir sobre un proyecto que aún no ha ingresado y cuyo contenido no conocemos, 
nos gustaría saber si la Junta Nacional de Drogas entiende que la idea que el Poder Ejecutivo está manejando 
respecto a la regulación, producción y comercialización de cannabis puede tener niveles de armonización con 
el proyecto que tenemos a consideración, que refiere al autocultivo para el consumo de cannabis, porque eso 
nos permitiría ir haciéndonos una composición de lugar de las tareas que aquí tendremos que afrontar. 


También quiero decir que ha habido opiniones distintas respecto a la cuestión del autocultivo. Entonces, sería 
bueno conocer la visión institucional de la Junta Nacional de Drogas a este respecto. ¿Qué opinan de la 
posibilidad del autocultivo para consumo personal de cannabis? ¿Entienden que puede ser compatible con 
una regulación más general y abarcativa de la producción y comercialización de esta droga hoy ilegal? 


SEÑORA SANSEVERINO.- En oportunidad de un seminario que se hizo sobre seguridad vial tuvimos 
la posibilidad de recibir la encuesta del Observatorio Uruguayo de Drogas. Se hizo un importante 
trabajo con relación a estudiantes y también sobre la población de mujeres privadas de libertad en la 
cárcel de Cabildo. El responsable del Observatorio fue quien brindó los datos, que son muy 
importantes. 


Con respecto al consumo de alcohol por parte de los jóvenes, cabe señalar que se trata de una realidad muy 
fuerte. En ese sentido, los números son muy importantes y es impactante la intensidad de los daños que ese 
consumo genera. 


El señor Calzada habló en general sobre el proyecto de ley. No sé si corresponde lo que voy a decir, a lo 
mejor no está bien, pero a mí me interesaría muchísimo analizar ese proyecto -antes de que llegue -y 
reunirnos con la Comisión que lo elabora, porque si lo que se quiere resolver es el cambio cultural, hay que 
tener en cuenta que se requerirá una gran movida cultural. Eso es parte de lo que se está haciendo en las 
jornadas de convivencia. Es toda una red social muy fuerte que está en juego, en la que se encuentran los 
educadores, la familia, el sistema político, el servicio de salud y todo aquello que tenga que ver con la 
recreación. Hoy, recrearse, ir a una fiesta, a un baile, significa, como modelo, un consumo totalmente 
exagerado y abusivo, que termina con consecuencias. Lo que importa de una ley es saber cuánto impacto 
tiene para cambiar las cosas o cómo impacta una política pública para lograr el cambio. Los datos del 
consumo de alcohol en toda la sociedad son importantes, pero en los jóvenes son muy significativos y es algo 
que, a veces, genera daños irreparables. Entonces, por lo menos a mí me resultaría interesante dialogar con la 
Comisión que está trabajando en esto. 


SEÑOR AMARILLA.- Agradecemos la presencia de las autoridades y los técnicos que nos visitan en el 
día de hoy. 


Puntualmente, queremos hacer una consulta que tiene que ver con lo que está rondando el eje de la discusión 
pública sobre las adicciones y que refiere a los anuncios del Poder Ejecutivo con respecto a esta propuesta de 
legalizar la producción y el consumo de cannabis. Más allá del proyecto -que hasta que no lo tengamos, 
evidentemente, no podemos hablar con propiedad-, quiero hacer referencia a los anuncios públicos. Estamos 
a un mes y medio de los anuncios públicos, que realmente tuvieron gran impacto en la sociedad uruguaya. A 
los pocos días del anuncio, casualmente, visité el Portal Amarillo. Hablé con los jerarcas y funcionarios, y 
también con algunos familiares de personas que tienen este problema y que se atienden allí o en otras 
instituciones, y percibí que el anuncio público había tenido un impacto en los tratamientos de rehabilitación. 
La consulta es si la Junta Nacional de Drogas, de alguna forma, ha evaluado cuál ha sido el -impacto de esos 
anuncios en el sistema de rehabilitación. La confusión sobre los distintos aspectos de esto ha resultado de lo 
que se dijo y se difundió a través de los medios. Lo que nosotros percibimos es que ha habido cierto tipo de 
impactos y queremos saber si la Junta Nacional de Drogas los ha medido en cuanto a su intensidad y 
magnitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero realizar una consulta sobre los tratamientos del consumo 
problemático de drogas. Tengo entendido que se está trabajando en la ampliación del sistema de base 
comunitaria y barrial, y quiero saber cómo se ha avanzado en esas experiencias, que entiendo que son 
muy positivas. Tengo conocimiento de cuatro, en -Flor de Maroñas, Casavalle... 


(Diálogos) 


——- Precisamente, quiero conocer un detalle relativo a los tratamientos de base comunitaria, que creo es una 
de las mejores estrategias para el consumo problemático de pasta base. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero hacer algunos comentarios con respecto a lo que ha expresado el señor 
Diputado Radío. 


Adelanto algo obvio: como Presidente de la Junta Nacional de Drogas, tengo una responsabilidad política, 
pero no soy experto en estas temáticas. Apenas soy un político ocupando un cargo de responsabilidad hasta 
que el Presidente lo decida. Por lo tanto, no soy experto en estos temas. Aquí hay varios expertos, que 
seguramente podrán responder mejor que quien habla algunas dudas que se tienen. No obstante, uno tiene 
que ir aprendiendo, y trata de aprender, sobre los aspectos en los que tiene responsabilidad, más allá de las 
decisiones que se adopten sobre ellos. Por eso, creo que algunos de los comentarios del señor Diputado Radío 
son pertinentes por cuanto, presentado con la inteligencia con que normalmente él lo hace, puede ser 
fácilmente reconocible una incongruencia que, en mi opinión, no es tal, y voy a fundamentar el porqué. 


En primer lugar, en cuanto a la lucha contra el tabaco, ni yo ni el -Poder Ejecutivo compartimos que eso sea 
parte de una obsesión del Gobierno. Si hay alguna política pública que ha dado resultados en materia 
sanitaria en los últimos cincuenta años en este país, ha sido la aplicada bajo la iniciativa del Gobierno de 
Tabaré Vázquez, continuada por este Gobierno con una visión estratégica, y que ha tenido enorme 
repercusión en lo internacional, posicionando a Uruguay entre los tres o cuatro países líderes del mundo en la 
aplicación de las políticas antitabaco. Las políticas antitabaco tampoco son un invento de este país ni del 
Gobierno de la primera Administración frenteamplista. La gran diferencia con el alcohol es que la política 
antitabaco tiene un convenio marco en Naciones Unidas, que se llama Convenio Marco para la Lucha contra 
el Tabaco. Uruguay ha sido uno de los primeros países en adaptar a su legislación interna muchos de los 
enunciados allí establecidos y en los acuerdos signados por la República, lo que -nos ha puesto, diría, en la 
delantera internacional. 


Tanto es así que, como es de público conocimiento, Uruguay ha sido el primer país -ya no es el único - 
demandado por una de las compañías tabacaleras más grandes del mundo, Philip Morris, en su versión 
internacional. Disculpen que me extienda un poco, pero me parece importante aclarar las cosas, dado que a 
veces se habla y no se cuenta con toda la información. No me refiero a este caso, señor Diputado Radío, sino 
a lo que tiene que ver con Philip Morris. Esta empresa está dividida -en dos compañías: una para Estados 
Unidos y otra para el resto del mundo. Son dos compañías independientes. La empresa que ha presentado un 
arbirtraje internacional en el CIADL, que es el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias de Inversiones, 
dependiente del Banco Mundial, en Washington, es Philip Morris internacional, bajo el amparo del tratado de 
inversiones firmado por la República en 1991 con Suiza, porque la sede internacional de Philip Morris se 
encuentra en Ginebra. -Tanto es así que esta demanda -que no es materia de esta reunión-, que tiene 
características muy particulares, es un "leading case" internacional, es un caso testigo, porque nunca ha 
habido un planteo vinculado -con obstrucción de comercio e inversiones con respecto a aspectos sanitarios o 
medidas que están vinculadas a la protección de salud en la sociedad. Hoy ya hay demandas presentadas ante 
el Estado australiano. Quiero anunciarles algo que hacemos público en el día de hoy, y es que Uruguay está 
coordinando con el Gobierno australiano. Hubo una coordinación de nuestros abogados en Washington, y yo 
estuve en Nueva York con los abogados hace poco, porque el arbitraje continúa y habrá una primera 
audiencia, luego de distintas etapas de intercambio de presentaciones de posiciones en los árbitros. La 
demanda que le ha presentado Philip Morris al Gobierno australiano -y que seguramente le presente al 
Gobierno inglés -es porque el Gobierno australiano está tratando en el Parlamento una posición un poco más 
radical que la uruguaya, que es la de prohibir definitivamente cualquier tipo de mención de marca, excepto el 
nombre, sin ningún tipo de color ni alusión que pueda ser reconocible como diferenciación de marca del 
tabaco. Se entiende que el tabaco es una sustancia muy peligrosa, pero, por razones que son obvias -es parte 
de lo que podríamos discutir acerca de la marihuana-, el camino de la prohibición no es el que ningún Estado 
de los que han firmado el convenio ha elegido. ¿Por qué? Porque en el caso del tabaco todos sabemos que un 
cigarro no mata, pero uno solo ya genera un daño en la salud. Sin embargo, y para mencionar algo vinculado 
al alcohol, una copa de vino, de cerveza o de whisky, no genera un daño al ser humano. Acá hay una 
diferencia sustancial, porque nuestro problema es el consumo abusivo del alcohol y no el alcohol en sí. -Por 
eso la estrategia nacional contra el consumo abusivo de alcohol, no contra el alcoholismo, para el cual ya 
existen políticas públicas sanitarias, porque se sabe que es una enfermedad, como el doctor Radío -sabe 
mucho mejor que quien habla, que es apenas abogado y doctor en leyes. Hace mucho tiempo que la 
Organización Mundial de la Salud catalogó al alcoholismo como enfermedad y, por lo tanto, tiene 
tratamientos específicos de recuperación. Se trata de una enfermedad de una adicción muy fuerte, que genera 
determinada vinculación de adicción a sustancias químicas relacionadas y que lleva a cambios importantes 
desde el punto de vista de la salud de la persona. Aun sin llegar al alcoholismo, por las definiciones que 
establece la Organización Mundial de la Salud y por los protocolos que tienen los propios médicos para 
reconocer esa enfermedad, hay un enorme problema vinculado al consumo abusivo de alcohol y al cambio en 
los patrones de conducta que -provoca el alcohol como una de las drogas legales culturalmente aceptadas, por 


lo menos en las sociedades que nosotros integramos. Hay otras sociedades en las que existe prohibición del 
alcohol por motivos culturales o por razones religiosas, que no es la raíz cultural en la que nuestro país está 
inserto. 


Por lo tanto, debemos partir de reconocer que el consumo de alcohol de manera abusiva genera un daño, no 
solamente a la persona, sino a la sociedad, y tiene vinculación, por supuesto, con las políticas de seguridad 
vial y de violencia doméstica, que, lamentablemente, sigue siendo en nuestro país un elemento de generación 
de muertes y de secuelas muy importantes. Voy a dar un dato que recuerdo de memoria: hay más de quince 
mil situaciones que el Banco de Previsión Social atiende en seguros laborales vinculados al excesivo 
consumo de alcohol por parte de trabajadores en momentos en que realizan su tarea. La cifra ronda los veinte 
mil casos, pero prefiero decir más de quince mil para estar seguro de no cometer errores. Por ende, son de 
gran impacto las consecuencias, inclusive económicas, que esto tiene. La prioridad es la vida, obviamente, y 
por supuesto que la convivencia, pero también hay consecuencias económicas para la sociedad por el 
consumo abusivo de alcohol. 


Reconozco, y creo que es parte de lo que estamos discutiendo en esta estrategia nacional, la necesidad de la 
regulación con respecto a los alcances de la publicidad y de que el Estado participe. En su momento, el 
Estado tenía el monopolio del alcohol en la historia nacional; hoy tiene participación a través de una empresa 
privada, pero que es ciento por ciento propiedad del Estado, como bien decía el señor Diputado Radío. 
Además, tenemos una industria muy importante en Uruguay, como es la del vino. No nos olvidemos que 
tenemos una industria que ha tenido una reconversión muy importante en los últimos años, que ha sido parte 
de una política de Estado de continuar con un apoyo importante a sectores que están tradicionalmente 
vinculados a la vendimia, al cultivo de la uva y, por lo tanto, al producto del vino. Entonces, no hay 
contradicción entre tener una industria nacional de vino y una lucha contra el consumo abusivo de alcohol. El 
problema no es el vino, sino las conductas asociadas al uso indebido del alcohol en sus distintas 
manifestaciones. Nosotros no vamos a prohibir, no tenemos una visión puritana de prohibir el consumo de 
alcohol. Lo que tenemos es una política para ver las adicciones que se generan y las conductas asociadas a 
ello. 


Quiero ser muy claro en esto: yo no soy de los que creen que el Gobierno, ni nadie, pero voy a hablar de 
nosotros y del Gobierno, tengamos la verdad encerrada en un puño. Yo creo en la evidencia de las políticas 
públicas. Uno de los problemas que tenemos los políticos y que uno puede cometer en el gobierno es 
enamorarse de sus propios errores e insistir con políticas cuando ve que no dan resultado. Creo en la 
evidencia de los resultados y que hay que tener los tiempos y esperar los procesos para los resultados. 
Podemos generarnos una mentira a nosotros mismos cuando se evalúa a destiempo, sin esperar el proceso, 
porque todo necesita del proceso de aplicación de políticas. Algún tipo de políticas con determinadas drogas 
llevan más de cuarenta años y aún no han dado resultado. Más allá de la posición que se pueda tener respecto 
a si es buena o mala -luego hará uso de la palabra el señor Julio Calzada con relación a planteos realizados 
por la señora Diputada Sanseverino y por el señor Diputado Bango -adelanto que en ningún momento el 
Gobierno y quien habla -como Presidente de la Junta Nacional de Drogas -han dicho que la marihuana es 
buena o tiene efectos positivos para la salud. Yo no creo que sea así y la evidencia científica demuestra que 
cualquier alucinógeno, tomado con cierta frecuencia y que genera adicción, debe ser objeto de regulación y 
control como cualquier otra sustancia que genera adicción. Lo que estamos discutiendo es si debe de ser 
prohibida su comercialización y no si sus efectos son malos. Porque con ese criterio deberíamos prohibir 
inmediatamente el tabaco. En Uruguay hay alrededor de cinco mil muertes anuales fruto de los efectos del 
tabaquismo aun hoy, si bien ha bajado mucho. Ha disminuido la prevalencia en las enfermedades cardíacas, 
que, como todos sabemos, son enfermedades que tienen alta incidencia de muerte en nuestro país. Esto lo 
recordábamos en el Día Mundial de la Lucha contra el Tabaco y también cuando hablamos de algunos de los 
cánceres que están vinculados al consumo de tabaco de manera prolongada; normalmente, esta no es la única 
causa, pero es un elemento que puede coadyuvar en ese camino. 


Aquí no se está discutiendo si la sustancia es buena o mala, porque no hay ninguna duda de que el tabaco 
hace un daño enorme a la salud y nadie está planteando prohibir su consumo y transformarlo en una droga 
ilegal. Aquí no hay una defensa de una virtud o no de la marihuana como sustancia, y está claro que no 
genera efectos positivos, como tampoco los genera otra droga legal como el alcohol cuando es consumido en 
exceso. Hay que ver cuánto consumo se tiene, cuál es el nivel de adicción que genera y las consecuencias que 
tienen para la salud y la convivencia ese tipo de políticas. 


Quiero hacer otra precisión. Como Presidente de la Junta Nacional de Drogas, se ha dado inicio a un debate, 
en abril de 2010, que no fue público, pero que consta. Fue planteado a la interna de los integrantes de la 
Junta; aquí está presente su Secretario y los técnicos, pero la Junta la dirige la Comisión Directiva, que 
integran los Subsecretarios. Es allí donde se expresa la voluntad y la opinión de la Junta desde el punto de 
vista político en las políticas públicas de drogas. Nosotros iniciamos una discusión respecto a todos los temas 
vinculados a la posible legalización de la comercialización de la marihuana. Cuando hablamos de 
legalización de la marihuana nos referimos a esto y no a la legalización del consumo, que, como todos 
sabemos, no está penado en nuestro país como no lo está el de ninguna otra droga. Hay drogas mucho más 
duras -que si se le demuestra al Juez que son para consumo personal no se aplican penas, de acuerdo con el 
artículo 31 de la Ley de Estupefacientes de nuestro país. 


En ese sentido, ha habido otras expresiones, como dijo el señor Diputado Iturralde, pero yo he dicho 
públicamente y lo repito: este Presidente no ha podido traer una posición de la Junta Nacional de Drogas 
porque no hemos tenido una reunión específica para discutir esto, pero, como Presidente de dicha Junta y 
como Prosecretario de la Presidencia de la República considero -también es la opinión del Secretario General 
-que el proyecto que va a venir, que es especificamente sobre comercialización, producción, distribución y 
todos los aspectos concomitantes para que el Estado pueda hacerlo, es complementario y no contradictorio. 
Podemos anunciar que no tenemos como propuesta liberalizar a que los privados puedan comercializar la 
marihuana. También hemos transmitido, y quiero manifestarlo acá, que la decisión del Poder Ejecutivo 
refiere a algo que el Parlamento debe resolver como Poder independiente del Estado ante las propuestas que 
existen, y que las bancadas de Gobierno del Parlamento, con el resto de los señores parlamentarios, son 
quienes van a definir si eso es complementario o no. -|La opinión de quien habla es que son proyectos 
complementarios y no contradictorios, porque atacan temas diferentes. 


No se puede encarar una discusión conceptual planteando aspectos casuísticos o de patología de aplicación. 
Es muy difícil discutir cualquier ley a partir de la patología de su aplicación. En la aplicación de cualquier 
norma siempre existen patologías. Lo que no creo -no lo creía como legislador ni lo creo ahora, como 
miembro del Gobierno -es que uno deba legislar o no legislar a partir de las posibles patologías que puedan 
aparecer en la nueva legislación. 


El señor Presidente de la República ha dicho que no piensa ejercer su derecho constitucional al veto en 
ningún asunto, por una especial opinión que tiene en cuanto a que no comparte la existencia del instituto del 
veto por parte del Poder Ejecutivo. Más allá de que podamos compartirla o no, es la opinión del señor 
Presidente de la República. En otras temáticas que han sido de público conocimiento, ha transmitido que no 
piensa ejercer el derecho constitucional del veto, que cree que no debería existir en la Constitución. Es una 
opinión legítima, como la de cualquier otro ciudadano, en este caso, de quien nos representa en la Presidencia 
de la República. 


En ese sentido, les puedo dar la más alta seguridad de que lo que el Parlamento resuelva, vote y sancione 
como ley va a ser cumplido e implementado, como no puede ser de otra manera, por el Poder Ejecutivo. No 
podemos hacerlo de otra manera porque esa es la responsabilidad constitucional que nos compete como 
Poder Ejecutivo: ejecutar la administración del Estado, de las políticas públicas y de las normas que este 
Parlamento tiene el mandato constitucional de elaborar y corregir. 


El señor Presidente está convencido -no es que pretenda interpretarlo, sino que lo hemos conversado -de que 
los cambios que necesitamos no se consiguen solo votando una ley; que la ley va a ser un instrumento clave, 
pero que necesitamos un amplio consenso y apoyo social para lograr los cambios culturales que estas 
medidas requieren. 


Un paso que queremos dar bajo nuestro sistema constitucional, si están las mayorías parlamentarias 
necesarias, es votar el proyecto de ley, que no sé si fundamentaremos hoy o cuando llegue al Parlamento. De 
todos modos, quisiera citar algunos de los fundamentos por los que hemos entendido que es necesario variar 
la política pública que hemos tenido en esta materia, por lo menos desde la vuelta a la democracia, en 1985, 
hasta la fecha -antes también, pero no quiero hablar de las políticas que se aplicaban en la dictadura-, y 
explicar por qué creemos que es necesario cambiarlas en este momento. 


El señor Presidente de la República dijo que si no existía una mayoría clara de la sociedad, el debate se iba a 
dar. También expresó que él quería dar un debate amplio y profundo, en el lugar que corresponde, que es en 


el Parlamento, pero también en la sociedad, para ver si se comprendía y se apoyaba lo que este Gobierno 
entiende necesario para llevar adelante un cambio de políticas. 


En definitiva, este Gobierno no cree que algunos cambios se produzcan solamente por decreto o por ley; los 
instrumentos son importantes, pero después necesitamos construir la concientización necesaria y ver hasta 
dónde quiere ir la gente en determinados cambios. Este Gobierno, así como tiene que administrar la cosa 
pública y cumplir con un programa de Gobierno para el cual la ciudadanía lo ha elegido -y al que está 
abocado-, debe tener también los oídos abiertos para escuchar cómo las mayorías sociales se expresan en 
determinadas cuestiones. 


Hoy hay una posición. Nosotros estamos dispuestos a dar el debate en la sociedad para modificar algunas de 
las aparentes mayorías que hay en la materia, porque estamos convencidos de que es un paso necesario, y no 
solamente en lo nacional, sino también en lo que significa en el impacto regional. Como decía el Secretario 
General, este debate no empezó en este Gobierno, no empezó hoy aquí; -se está dando en el ámbito 
internacional. Hoy, la Organización de Estados Americanos está considerando este tema a propuesta de la 
última Cubre de las Américas, en la que el Gobierno norteamericano planteó estar dispuesto a discutirlo en 
ese ámbito. De manera que se están discutiendo algunos de los aspectos más importantes, como la excesiva 
concentración en la reducción de la oferta y la poca importancia que se ha dado, inclusive, al diseño de 
políticas para la disminución de la demanda. Porque hay algo muy obvio en lo que refiere a las drogas: 
mientras siga existiendo la formidable demanda que hay en los países más desarrollados o con mayores 
ingresos económicos -entre ellos, Estados Unidos sigue siendo uno de los países de mayor demanda de 
drogas ilegales en la región y el mundo; como Rusia lo es en algunos aspectos y Europa en general lo es para 
otras drogas-, si paralelamente a la reducción de oferta no hay una atención a la demanda, por un simple 
principio económico que todos conocemos, mientras la demanda sea muy fuerte la oferta va a seguir 
generando los caminos para satisfacerla. 


Esta discusión, que parece muy obvia y muy básica, implica un cambio muy grande de paradigma, fijado 
desde el año 1971 por el ex Presidente de Estados Unidos, Richard Nixon, cuando en un recordado discurso 
declaró lo que ahora se ha transformado en algo muy conocido: "La guerra contra las drogas", con -el inicio 
de un cambio muy fuerte de políticas en Estados Unidos, que tuvo una gran influencia en las políticas de 
drogas en la región latinoamericana en particular y también en el mundo. 


Hay mucho material al respecto. Hace muy poco, en 2011, la Comisión Global de Política de Drogas entregó 
un informe muy importante que seguramente todos los legisladores han leído. Hay un extracto que fue clave 
para que el Gobierno empezara a percibir la evidencia del fracaso. El informe comienza expresando que la 
guerra contra las drogas se inició por el Presidente Nixon hace cuarenta años, y establece: "En la práctica, la 
escala global de los mercados de drogas ilegales -ampliamente controlados por el crimen organizado -ha 
crecido de modo espectacular en este período. Mientras que no están disponibles estimaciones exactas del 
consumo global en el período completo de 50 años, un análisis solamente de los últimos 10 años, muestra" -sí 
tienen datos fehacientes y fidedignos -"un extenso y creciente mercado". 


Estimaciones de Naciones Unidas indican que el consumo anual de opiáceos entre 1998 y 2008 aumentó un 
34.5%, de 12,9 millones a 17,35 millones; un 27% en el mercado de la cocaína, de 13,4 millones a 17 
millones; y solamente un 8% en el mercado de la cannabis, de 147,4 millones a 160 millones, siendo la 
cannabis, de las drogas ilegales, la de más amplio consumo. 


El informe continúa: "A pesar de la creciente evidencia en cuanto a que las actuales políticas no están 
alcanzando sus objetivos, la mayoría de los organismos políticos a nivel nacional e internacional han tendido 
a evitar un examen o debate abierto en cuanto a alternativas. Esta falta de liderazgo en políticas de drogas ha 
motivado el establecimiento de nuestra Comisión, y nos orienta en nuestra visión que este es el tiempo 
correcto para una revisión seria, exhaustiva y de gran alcance de las estrategias para responder al fenómeno 
de las drogas. El punto de partida para esta revisión es el reconocimiento de que el problema mundial de las 
drogas es un conjunto de desafíos sanitarios y sociales interrelacionados a ser administrados, antes que una 
guerra a ser ganada". 


Este es un extracto de un informe muy completo, firmado, entre otros, por César Gaviria, ex Presidente de 
Colombia; Fernando Henrique Cardoso, ex Presidente de Brasil; George Papandreou, Primer Ministro de 
Grecia; Javier Solana y Kofi Aman, ex Secretario General de las Naciones Unidas. Se trata de personalidades 
del ámbito mundial; no estamos hablando de un grupo internacional pro legalización de la marihuana, ni de 


una ONG. Este es un movimiento al más alto nivel político y mundial que en 2011 ha elaborado un informe 
muy importante donde establece la necesidad de la revisión de la evidencia del impacto de esa política. 


¿Por qué hice esta cita? Porque acá hay aspectos sanitarios y sociales, pero también de cómo se lucha contra 
el narcotráfico. Y quiero unir esto a la pregunta del señor Diputado Radío en cuanto a por qué se presentó 
esta iniciativa en el marco de las medidas vinculadas a la seguridad. Seguramente podría haberse presentado 
fuera de esas medidas, pero hay un mensaje muy claro de que uno de los objetivos centrales -no el único -es 
que el Gobierno no va a ceder un ápice en el compromiso que tiene -y que han tenido todos los Gobiernos -en 
la lucha contra el narcotráfico, ni se debe confundir esto con la búsqueda de una política alternativa sobre la 
droga ilegal más consumida en Uruguay como es la marihuana. Después vamos a discutir, sin ser buena, 
cuáles son los efectos reales que tiene y cuál es la política de separación de mercados, de aislamiento, que se 
persigue, eso que las organizaciones del Estado que tienen vinculación con la lucha contra el narcotráfico 
llaman el efecto góndola. Esto es: cómo podemos aislar la llegada de determinados consumidores a sectores 
ilegales, que varios estudios han demostrado que genera un efecto enganche. 


Por lo tanto, sí fundamento que, sin ser el único, hay un objetivo central en la lucha contra el narcotráfico, 
que -no es la única medida que se toma. Si no me equivoco, hay algunos proyectos de ley a estudio del 
Senado sobre la pasta base -lo digo por los planteamientos que realizó el señor Diputado Iturralde Viñas-, 
donde -el Gobierno envió proyectos de ley en los que identifica a la pasta base como una droga diferente al 
resto por los efectos devastadores que ha tenido en nuestra juventud y el incremento de la violencia asociada, 
que no está vinculado al aumento de la prevalencia en el consumo. Porque la pasta base, objetivamente, no es 
la droga ilegal más consumida, no es la droga ilegal con más impacto en el consumo, pero sí claramente se ha 
transformado, por las características especiales del efecto que provoca, en un verdadero veneno. -Inclusive, 
hay evidencias -de esto queríamos hablar, aunque no es motivo de esta reunión -de que en Uruguay se vende 
ilegalmente pasta base con veneno para ratas, como el talio, lo que transforma a quienes la venden en 
verdaderos asesinos potenciales. 


La venta de este tipo de drogas genera determinados niveles de adicción y de respuesta a esa adicción - 
euforia y disforia-, de abstinencia, y una relación de dependencia muy fuerte. 


SEÑOR CALZADA.- Siguiendo el razonamiento que planteaba el señor Presidente de la Junta, debo 
decir que cuando nos enfrentamos a los mercados de drogas tenemos que salir del falso dilema entre 
prohibición y legalización. En muchos aspectos hemos estado básicamente estancados en una discusión 
que es poco fértil y abre pocas posibilidades de desarrollo. Hay una palabra clave que aparece que 
figura en los más diversos trabajos técnicos -esto no es un invento nuestro: "regular". 


De lo que se trata -por eso estamos trabajando con esa perspectiva en el mercado del alcohol y se trabajó en 
el mercado del tabaco -es de regular estos mercados, ya que si no hay una intervención clara por parte del 
Estado, quedan librados exclusivamente al poder de las corporaciones industriales o de las corporaciones 
criminales. En el caso de las drogas legales quedan librados al poder de las corporaciones industriales, y en el 
de las ilegales, al poder de los grupos criminales. 


Si trabajamos sobre el término "regular", nos vamos a encontrar con que el planteo que hace el Poder 
Ejecutivo en estas quince medidas tiene que ver con legalizar la regulación del mercado del cannabis. 


El doctor Cánepa fue suficientemente explícito en cuanto a por qué esto está planteado en el eje de seguridad 
y no en el de salud o el social. El Estado uruguayo puede controlar, como máximo, el 10% del mercado total 
de circulación de marihuana en el país. Y es uno de los más exitosos en el mundo. Tiene la capacidad de 
aprehender, interdictar, decomisar un máximo del 10%, como lo hicimos en 2011. En un estimado de 25.000 
a 30.000 kilos anuales, se incautaron 2.000 kilos de marihuana. 


Los Estados del resto del mundo tienen la capacidad de aprehender entre 3,5% y -5% del conjunto de drogas 
que se consumen. Esto significa que entre el 90% y el 95% del consumo de esas drogas queda en manos de 
las corporaciones criminales. El Estado no tiene la posibilidad de controlar el financiamiento, la producción, 
la comercialización ni la venta. Por lo tanto, no tiene posibilidad de controlar la calidad del producto. 


Esta ha sido la política diseñada a principio de los años sesenta y sigue vigente hasta ahora. Hemos planteado 
que quien tenga otra alternativa a esto que presentó el Poder Ejecutivo, que la presente, pero si nos presentan 


más de lo mismo, vamos a seguir estancados, empantanados, realizando una cantidad de acciones que no 
tienen los resultados que se buscan, como lo expresan los números que exponía el doctor Cánepa en esa 
estimación. 


Hay estimaciones de otros organismos independientes, no de Naciones Unidas, que plantean que estos 
guarismos son mucho mayores aún. De acuerdo con un libro que acabamos de dejar, "Geopolítica de las 
drogas", hecho por el sociólogo Alain Labrousse, del Observatorio Geopolítico de las Drogas, de París, en el 
período 1998 2008 estos números son mayores aún. Este es un libro que les recomiendo, pues está muy 
documentado y se puede ver el desarrollo de estas políticas en América Latina y en otros lugares del mundo, 
particularmente en Asia con la producción del opio. 


Trabajar sobre la idea de regulación nos tiene que sacar de este falso dilema entre prohibición y legalización. 


La idea de autocultivo no la podemos asimilar a la idea de autoregulación. Si autocultivo es autoregulación, 
no va en la línea planteada por el Poder Ejecutivo. Ahora, si hubiera formas de autocultivo que podrían ser 
reguladas directamente por el Estado, tendríamos puntos de contacto -como varios Diputados lo han 
propuesto -entre regulación activa por parte Estado y formas de autocultivo. Ejemplo de esto pueden ser los 
clubes de cannabis, como se conocen en España, las cooperativas de consumidores o el autocultivo 
individual. 


Con el Observatorio Uruguayo de Drogas estamos avanzando a fin de evaluar la cantidad de THC que 
pueden tener determinado tipo de plantas. Hay diferentes plantas en el mundo que tienen distintos niveles y 
calidad de THC, y sobre la base de eso podremos tener una idea más clara de la cantidad de gramos que 
pueden ser habilitados para la tenencia personal de plantas. 


Podemos mirar las formas de regulación que hoy existen en el mundo, por ejemplo, los clubes de cannabis, 
en España, que son ampliamente regulados por el Estado. Esos clubes cotizan en lo que sería la DGI en 
España, tienen sus personerías jurídicas registradas e, inclusive -en la página web de la Junta pueden verse 
videos al respecto-, las plantas tienen grifas con la identificación de los usuarios. Por ejemplo: "Esta planta 
pertenece a Julio Calzada, cédula de identidad 1.675.870". 


Esa es una forma de registro -es uno de los temas que está en discusión-, es una forma que combina el 
autocultivo con la regulación eterna por parte del Estado que dice: "Este club que tiene tantas personas puede 
producir hasta tanta cierta de gramos al año". Sería una forma proactiva de encarar este tema y no planteando 
antinomias en dos propuestas que pueden ser, desde nuestro punto de vista, perfectamente complementarias. 
Creo que el doctor Cánepa fue bastante explícito en el concepto "efecto góndola", que no es nuestro sino que 
se toma de Holanda, de los años setenta. 


Quiero referirme a algunas cosas que el Gobierno nunca planteó -no digo que hayan sido los parlamentarios 
que lo hayan hecho -y que muchas veces han sido tomadas por los medios de prensa como afirmaciones. En 
ningún momento el Poder Ejecutivo planteó que los usuarios de pasta base pasaran a consumir cannabis. No 
obstante, el 98% de los usuarios de pasta base también son usuarios de cannabis, porque todos son 
policonsumidores. Si los seguimos categorizando vemos que el 80% no han terminado Secundaria y el 60% 
no han terminado Primaria. Tenemos un perfil de los usuarios de pasta base ampliamente documentado al 
momento de trabajar con evidencia de las personas que están en los centros de tratamiento. 


Este término "regular" es el que hemos planteado para la regulación del alcohol. No hablamos de una ley 
sobre alcohol sino sobre la necesidad de regular un mercado cuyo control, -globalmente, hoy está en manos 
de las más diversas corporaciones industriales. Podemos hablar de procesos largos pero muy claros que han 
logrado, por ejemplo, la desestacionalización de la cerveza. Hace tan solo diez años, en diciembre, todos los 
uruguayos nos preparábamos para llenar las heladeras de cerveza porque la FOEB organizaba los conflictos - 
quienes están en el movimiento sindical desde hace muchos años sabrán de esto más que yo -para los meses 
de octubre, noviembre y diciembre, cuando se producía la mayor demanda de la cerveza. 


La industria ha sido tan hábil con su propuesta de propaganda y -marketing, que ha logrado desestacionalizar 
-técnicamente se llama así -un consumo. No me refiero a Europa ni a otros lugares donde se consume la 
cerveza caliente y también en invierno, sino a Uruguay, donde no se daba esa tradición cultural. Esto ha 
logrado expandir enormemente el mercado de la cerveza. 


Este es el principal problema de drogas que tiene el país, con 30.000 adictos al alcohol, es decir, 30.000 
personas que en el futuro tendrán problemas que repercutirán fuertemente en el sistema sanitario. Hasta el 
presente no se ha podido dar solución, y eso es responsabilidad de todos: la sociedad, los partidos políticos y, 
obviamente, todos los Poderes Ejecutivos. 


SEÑOR AMARILLA.- Cuando escuchaba al Secretario General se me ocurrió hacer una pregunta con 
respecto a la producción de cerveza. ¿La Junta Nacional de Drogas se ha manifestado con relación al 
subsidio que el Estado uruguayo da a la producción de cerveza? Es un tema que me preocupa. En su 
momento solicité pedidos de informes al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Ministerio 
de Economía y Finanzas, pero no he recibido respuesta. 


SEÑOR CALZADA.- Creo que el pedido de informes tendría que haberlo hecho al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, porque el subsidio es por las botellas y no por la producción de -cerveza. 
Es un acuerdo que existe con esa industria porque utiliza materiales reciclables. Entonces, por no 
envasar cerveza en materiales plásticos, se produce una compensación de la cual no tengo los detalles. 


En términos generales pensamos que hay que lograr -que quienes producen eventuales daños se hagan 
responsables. Seguramente esto sea incorporado en el proyecto de ley que se envíe. 


Para que puedan seguir el tema y apreciar la preocupación del Poder Ejecutivo con relación a este tema, en 
las páginas 20 y 24 de la estrategia, en el inciso III "Tratamiento", se presentan los puntos que el señor 
Diputado Radío planteaba vinculado con el tema del alcohol, y en el inciso VIII, "Fortalecer las políticas 
dirigidas al control de la oferta [...]",también se habla de las políticas pensadas para el control del uso de 
drogas legales, es decir, tabaco, alcohol y productos farmacéuticos. 


La idea central es que tenemos que articular lo que en términos de las políticas de drogas tienen dos grandes 
ejes: el control de la oferta y la reducción de la demanda. En cualquiera de las políticas que estamos llevando 
adelante -ya sea con relación al alcohol o el cannabis-, queremos hacer una articulación dinámica del -control 
de la oferta y la reducción de la demanda. 


Para la reducción de la demanda tenemos las políticas de prevención, atención y tratamiento, e inserción 
social. Asimismo, tenemos el conjunto de las políticas sociales que el Gobierno realiza, que son un aporte 
sustancial para disminuir los riesgos y reducir los daños en materia de drogas. 


Como decía, cuando vamos al estudio más específico de las personas que tienen mayores problemas con las 
drogas, que son quienes usan las drogas más riesgosas -la pasta base está entre ellas-, vemos que son quienes 
tienen menos educación, que han desarrollado menos habilidades afectivas, cognitivas y relacionales y, por lo 
tanto, tienen mayores dificultades para salir de la situación en la que se encuentran. 


Si como sociedad logramos mayores niveles de inclusión, integración y cohesión social, el impacto que este 
tipo de sustancias en las personas será mucho menor. Cuando hacemos los estudios epidemiológicos a nivel 
educativo, nos da que el consumo de pasta base es prácticamente inexistente, está totalmente dentro del 
margen de error: 0,8%. En cambio, si vamos a otro tipo de herramientas metodológicas y trabajamos en los 
territorios más vulnerados, -"handicapeados" y segregados residencialmente, encontramos que esos niveles 
suben a 4%, -6% -8%. Si miran el mapa -ese material está disponible y, seguramente a ustedes les ha llegado 
-relativo al impacto del consumo de drogas en Montevideo, se van a encontrar con que el consumo de pasta 
base impacta muy especialmente en Aguada, Casavalle, Peñarol, La Teja y Casabó. 


Con respecto a la responsabilidad social empresarial de las empresas de tabaco, creo que acá hay una 
discusión que el país no la tiene muy clara todavía. Por lo general, las empresas no hacen responsabilidad 
social empresarial sino marketing social, que es otra cosa, otro concepto. La responsabilidad social 
empresarial tiene que ver con lo que la empresa hace, empezando con sus propios trabajadores. 


Desde el Período anterior estamos trabajando conjuntamente con el PIT-CNT y la Universidad de la 
República en una propuesta de partes que creemos es la política de perspectiva de mayor impacto en 
prevención, atención y tratamiento de inserción en drogas. En ese sentido, hay acuerdos muy importantes. Se 
hacen acuerdos que involucran a muchas Intendencias del país y a muchas industrias y ramas empresariales 


muy importantes como, por ejemplo, la de la construcción. Esos acuerdos están vinculados tanto al consumo 
de alcohol como de otras sustancias, pero básicamente el de mayor impacto es con relación al alcohol 


Por ejemplo, con alguna empresa se ha llegado al acuerdo de que a la primera espirometría que dé positiva, el 
trabajador obviamente se tiene que retirar, pudiéndose reintegrar al otro día. Y si la segunda espirometría da 
positivo, el trabajador pasa a un régimen de treinta días de licencia por enfermedad, en el que tiene que hacer 
un tratamiento para su problema con el alcohol. 


Con relación a las políticas vinculadas con el alcohol o con cualquier otra sustancia, recomiendo dos textos 
que también están colgados en la página de la Junta Nacional de Drogas: "El alcohol: un producto de 
consumo no ordinario. Investigación y políticas públicas” y "Las políticas de drogas y el bien público”. 
Ambas obras son de Thomas Babor, autor norteamericano, quien los escribió con otros autores. En esas obras 
se da cuenta con mucha claridad de cuáles son los lineamientos sustanciales para el desarrollo de estas 
políticas. -Con relación al impacto en los tratamientos, el anuncio respecto a la regulación del mercado del 
cannabis ha generado un estado de discusión que ha podido romper los límites del miedo en la sociedad 


Hoy creemos que se habla con mayor transparencia sobre el tema y que también se lo hace en la mesa 
familiar, cada uno desde sus diferentes aspectos. 


Hay tres aspectos que se pueden mezclar, pero es bueno saber sobre qué estamos discutiendo. Si hablamos de 
aspectos científicos con relación al impacto que las sustancias tienen en las personas, creo que nadie va a 
estar en desacuerdo. Nadie del Poder Ejecutivo, el Prosecretario de la Presidencia de la República ni quien 
habla -tampoco he escuchado a algún otro jerarca de Gobierno decirlo-, dice que el cannabis no tiene riesgos. 
Todos sabemos que el cannabis es una sustancia riesgosa para la salud. 


Ahora, cuando gestionamos los riesgos debemos saber que hay un conjunto de sustancias que son riesgosas 
para la salud. Aquí se ha dicho -creo que fue el señor Diputado Radío -que los chinchulines producen daño a 
las personas con problemas cardíacos o si abusan con su consumo. Lo mismo ocurre con las bebidas 
azucaradas. Hay algunos países que están tratando de regular la venta de esas sustancias. 


Lo que se ha planteado desde el Poder Ejecutivo es que el cannabis es una sustancia que tiene riesgos para la 
salud, riesgos diferenciales con respecto a otras sustancias -pasta base de cocaína, cocaína, etcétera-, y que 
por ese motivo debe ser tratada de manera diferencial. Esto nos parece sustancial. Hay un buen ejemplo del 
porqué debe tener un tratamiento diferente al del alcohol. Si comparamos en términos de gramos, vemos que 
todas las políticas de alcohol se orientan a establecer que por encima de 12 gramos de consumo de alcohol 
una persona tiene problemas serios con esta sustancia. Si una persona consume diariamente 12 gramos de 
alcohol, con seguridad en determinado lapso va a desarrollar problemas con esa sustancia. 


La propuesta del Poder Ejecutivo es que si una persona consume más de 1 gramo diario de marihuana, le 
genera problemas a nivel relacional, de concentración -en el estudio o en el trabajo -y a nivel físico. 


Lo que planteamos es una gestión de los riesgos del consumo de sustancias que provocan problemas de salud 
de manera diferenciada. 


Es importante la pregunta sobre el impacto en los tratamientos. Toda la investigación que tenemos de los 
centros de tratamiento públicos y privados -es uno de los problemas que la sociedad, esta Comisión y el 
Poder Ejecutivo tienen que abordar-, concluye que en general hay una banalización del uso del cannabis. En 
los últimos años ha habido una caída de la percepción de riesgo del uso de esta sustancia. Por lo tanto, nos 
encontramos -esta investigación es del año 2010 -con que el 80% de las personas que están en tratamiento en 
los centros privados y estatales es por la pasta base de cocaína. Quiere decir que las personas que tienen 
problemas con el alcohol, que son 30.000, o con el cannabis -que presentan problemas por el patrón de 
consumo que tienen -que es un número importante también, no perciben que corran algún riesgo o que deban 
realizar un tratamiento con relación al consumo de esta sustancia. 


En cuanto al planteo de la señora Diputada Sanseverino respecto a la posibilidad de intercambio, se trata de 
una Comisión ad hoc, pero no creo que tengamos problemas en establecer algún tipo de relación con los 
Diputados que estén interesados en conocer cuál ha sido nuestra filosofía de trabajo, que estuvo basada en la 
diversidad. Mencioné a algunos de sus integrantes, los más conocidos, pero hemos acordado con algunas 
entidades que tradicionalmente trabajan con jóvenes, como la Asociación Cristiana de Jóvenes o la 


Universidad, la participación de muchachos de entre veinte y treinta años, pues -tienen algunos 
conocimientos del mundo del consumo del alcohol que nosotros desconocemos por tener otras edades o por 
estar en otros lugares a nivel laboral. 


Con relación al Tratamiento de Base Comunitaria -como planteaba el señor Diputado Sabini-, quizás cometí 
un error inicial al no desarrollar este tema. 


El país tiene una dificultad con relación a los consumidores de drogas. Nosotros podemos incluir en procesos 
de abordaje terapéutico a un máximo del 10% del total de usuarios problemáticos de drogas. Estos son los 
datos de lo que hasta hace poco fue el estado de bienestar más desarrollado del mundo: la Unión Europea. 
Del total de usuarios problemáticos de drogas que tiene la Unión Europea, el 10% accede a tratamiento. 
Nosotros estamos ofreciendo abordajes terapéuticos para el 2% del total de consumidores estimados. Como 
Poder Ejecutivo, como sociedad, como país, tenemos el desafío de ampliar esas posibilidades y por eso 
hemos apostado al fortalecimiento. Debemos tener en cuenta que el primer centro de tratamiento de gestión 
pública en materia de drogas es el Portal Amarillo y es del año 2006. Hasta ese momento no había en el país 
ningún centro de tratamiento de gestión pública abierto a las personas que no podían acceder a tratamientos 
privados para el abordaje de este tipo estas problemáticas. 


Llegamos al 2% en 2010 y tenemos la expectativa de triplicar este porcentaje para el año 2015. Para eso nos 
basamos en una propuesta de abordaje de bajo umbral o de baja exigencia, orientada fundamentalmente a 
entrar en contacto con los usuarios de drogas que están en una situación de mayor dificultad social, es decir, 
lo que se llaman poblaciones ocultas, personas que están en situación de calle, que tienen poca facilidad de 
acceso a los servicios sociales y sanitarios de la sociedad. Para eso hemos desarrollado esta propuesta en 
forma conjunta con el aporte de entidades no gubernamentales y gubernamentales de otros países. Por 
ejemplo, estamos trabajando con Caritas de Alemania y con el gobierno de Colombia en lo que se denomina 
Tratamiento de Base Comunitaria, que se ha desarrollado desde hace cuatro años en el área metropolitana de 
Montevideo y que a partir de octubre del año pasado hemos empezado a expandir al resto del país a través de 
talleres regionales en todas las Juntas Departamentales de Drogas. 


SEÑORA SOANES.- Antes de responder en forma descriptiva la pregunta del señor Presidente de la 
Comisión, quiero hacer énfasis en tres aspectos fundamentales del área de reducción de la demanda. 


No necesariamente tienen que saber que el área de reducción de la demanda comprende a las políticas 
sociales implementadas desde el Departamento de Prevención, el Departamento de Atención y Tratamiento, y 
el Departamento de Inserción. Sus responsables están aquí presentes. Desde allí se llevan adelante las 
políticas públicas sobre drogas, que son de carácter interinstitucional. 


En este marco hay dos énfasis que me gustaría hacer. El primero tiene que ver con una estrategia definida de 
articulación con la sociedad civil, llámense ONG, iglesias de diversos credos, sindicatos, empresas. 


El segundo énfasis tiene que ver con una fuerte apuesta a la formación en la temática de drogas, en el 
enfoque de reducción de riesgos y daños y desde la perspectiva de género para abordar esta temática. 


El tercer aspecto consiste en dejar en evidencia algo que a lo mejor no es tan obvio, como es diferenciar 
tratamiento de lo que es internación. Hablamos de la internación como una etapa posible y no necesariamente 
obligatoria del tratamiento de los usuarios problemáticos de drogas. Este aspecto es importante porque hoy el 
señor Calzada habló de la Red Nacional de Atención y expuso sobre los centros que ya se están concretando, 
que tienen que ver con una fase de ese tratamiento y no necesariamente con toda la etapa. 


El cuarto punto tiene que ver con una modalidad que hemos incluido en la Secretaría: la modalidad de acceso 
a fondos a través de concursos de proyectos y premios concursables para distintas organizaciones. Hicimos 
un llamado a proyectos concursables en enero de este año y estamos organizando el segundo llamado para el 
mes de octubre. En este momento, estamos haciendo el llamado para premios concursables a iniciativas que 
se hayan desarrollado durante 2011, y en el día de ayer iniciamos el llamado a proyectos de inserción social. 


Con esto quiero señalar que la relación con la sociedad civil está pautada en esta modalidad de llamado a 
proyectos o premios concursables. Esto me permite describir el marco general de lo que son los dispositivos 
de base comunitaria, que básicamente son dispositivos de proximidad, instalados en los barrios, a través de 


equipos interdisciplinarios provenientes de distintas instituciones. Se trata de equipos integrados por equipos 
de ASSE, de la Intendencia de Montevideo o por Intendencias departamentales, integrados por agentes 
comunitarios, capacitados por el Ministerio de Salud Pública, por agentes voluntarios, vecinos que colaboran 
en sus comunidades, por educadores pares o exconsumidores, o consumidores inactivos que están en 
tratamiento. Estos equipos se encuentran básicamente, en Montevideo: en La Teja el equipo se llama "La Teja 
Barrial", en la Cruz de Carrasco Norte, Casavalle -"el Achique de Casavalle", que hoy se mencionaba-, el 
Cerro -impulsado por la Red "Mi Cerro sin Drogas"-, en Maroñas -impulsado por la organización ADRA, 
que pertenece a la Iglesia Adventista-, en Vista Linda y en Pando, Canelones. Con estos equipos ha venido 
trabajando el equipo comunitario de la Secretaría desde hace al menos tres años, con el apoyo de Caritas 
Alemana, y en función de esa experiencia estamos lanzando la Red Uruguaya con Caritas Uruguay, apoyados 
por Caritas Alemana y por la RAISSS, Red Americana para Intervención en Situaciones de Sufrimiento 
Social. 


En el interior hay muchísimas de experiencias de esta naturaleza, llevadas adelante también por equipos 
interinstitucionales. Por ejemplo, en Salto, a partir de una ONG llamada Siglo XXI, a la que estamos 
apoyando con proyectos y asesoramiento técnico; en Tacuarembó, donde está la Pastoral Social de la Iglesia 
muy involucrada con estos dispositivos; en Rocha, la propia Intendencia inauguró recientemente un centro de 
escucha, y en Durazno, si bien ya viene funcionando este dispositivo, ahora tenemos, en la modalidad de 
proyectos concursables, un proyecto previsto para este dispositivo. La forma que toman estos dispositivos 
son centros de escucha e inclusión y son equipos de proximidad. 


En Montevideo, la experiencia tal vez más significativa en esta materia tiene que ver con la puesta en 
funcionamiento, a partir de marzo de este año, del programa Aleros, que son equipos que trabajan en la 
regional este y oeste de la capital. Esta propuesta está financiada por la Secretaría Nacional de Drogas, 
conjuntamente con la Intendencia de Montevideo, y ejecutada a través de dos organizaciones sociales: la 
Policlínica de La Teja Barrial y Educación Solidaria. 


En esta materia, coordinamos en el interior talleres regionales, con base ena la regionalización que planteó el 
señor Calzada al inicio. El año pasado se organizaron talleres regionales de formación en Paysandú y 
Lavalleja; este año en Salto y Maldonado, y el -fin de semana pasado tuvimos un encuentro con toda la red 
nacional de Caritas. 


Para el mes de setiembre tenemos previsto el Primer Encuentro de Centros de Escucha de todo el país, 
porque esta es una modalidad de dispositivo comunitario que está surgiendo y creciendo en todo el territorio. 


Recientemente, se presentó -todavía no está la publicación, pero estará en breve; igual disponemos de los 
documentos preliminares, por si a algún integrante de la Comisión le interesa conocerlos -un trabajo sobre 
una sistematización que da cuenta, precisamente, de lo que ha sido la marcha de estos dispositivos de base 
comunitaria en Montevideo y Canelones. 


Se están desarrollando -en breve, tendremos resultados -ocho diagnósticos locales, que tienen que ver con 
conocer el estado de situación en ocho barrios de Montevideo y Canelones. 


Este encuentro nacional con los centros de escucha nos va a permitir testear cómo viene la participación en el 
interior en esta modalidad, que creemos que es bastante eficiente en la atención del uso de drogas. 


SEÑORA ALONSO.- Agradezco la presencia de las autoridades de la Junta Nacional de Drogas y de la 
numerosa delegación que acompaña al Presidente y al Secretario General. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


——— Después de escuchar argumentos y explicaciones, quiero desarrollar algunas reflexiones, porque es un 
tema que nos involucra a todos, desde diferentes lugares, por supuesto que con obligaciones dispares. Los 
integrantes de esta Comisión sentimos que tenemos una gran responsabilidad en esta temática, y con ese 
compromiso hemos venido trabajando desde que se integró esta Comisión. 


Me gustaría escuchar en esta instancia que se han logrado avances concretos. Digo esto con pesar porque 
siento que se trata hasta de un "déja vu", pero recuerdo cuando vino la Junta Nacional de Drogas el 29 de 


julio de 2010, cuya versión taquigráfica estuve repasando y pude comprobar que hay una reiteración real de 
los argumentos -se habló de generalidades-, de ese mecanismo que tiene la Junta Nacional de Drogas de 
trabajo interinstitucional y de aplicar una política integral para combatir en forma férrea el consumo 
problemático de las drogas, pero en materia de resultados, sinceramente, hemos visto poco. 


En múltiples oportunidades transmití mi preocupación a las autoridades de la Junta Nacional de Drogas, 
porque siento que hay un tema en particular en el que nos hemos ido en buenas intenciones y en anuncios. En 
2008, el ex Secretario General, Milton Romani, decía que en pocos meses -repito: año 2008 -se presentarían 
propuestas concretas para combatir el consumo problemático de alcohol. Estas declaraciones también fueron 
hechas en la prensa, y se pueden leer; esto no resiste archivo, como se suelde decir: se puede ver en los 
medios de prensa pero no solamente en ellos -a los cuales muchas veces se los intenta ningunear, 
cuestionando lo que publican-, sino en las versiones taquigráficas de las distintas Comisiones, y en 2008 
todavía no funcionaba esta Comisión, pero sí la de Salud Pública y Asistencia Social. -| 


Como decía, en el año 2008, el ex Secretario General, Milton Romani, hizo mención a que en pocos meses se 
presentarían propuestas concretas para combatir el consumo abusivo al que hacía referencia hoy el Presidente 
de la Junta Nacional de Drogas, que consideramos un problema grave y él también mencionó así: dijo que era 
un drama nacional. 


El Prosecretario de la Presidencia, Presidente de la Junta Nacional de Drogas, ha efectuado declaraciones, y 
no pocas, con respecto a este tema. El año pasado hizo mención a que todos los fines de semana había 
veinticinco jóvenes que se intoxicaban con el alcohol. 


(Interrupción del doctor Cánepa) 


——— Es decir que hace por lo menos tres años que venimos escuchando a las autoridades del Gobierno hablar 
sobre el trabajo denodado que se viene haciendo, y en esta oportunidad eso se reitera. En algunos casos, 
estamos de acuerdo: hubo algunas campañas aisladas, como "La sed sacátela con agua", que creo que 
tuvieron alguna repercusión también aislada, pero no sentimos que exista una política integral al respecto y, 
en particular, un combate en serio a este consumo problemático al que hoy hacía mención el Presidente de la 
Junta Nacional de Drogas, con cuyo diagnóstico coincidimos. Pero diagnósticos tenemos; nosotros tenemos 
todos los estudios de la Junta Nacional de Drogas, que por suerte son de público conocimiento y los hemos 
recibido en la Comisión Especial de Drogas y Adicciones con Fines Legislativos: y es una realidad que 
asusta. 


Hoy, el Presidente hizo mención a varios temas que tienen que ver con el consumo problemático del alcohol, 
a raíz de las preocupaciones que expresaron el señor Diputado Radío y la señora Diputada Sanseverino. El 
consumo problemático de alcohol, abusivo, que no es el consumo social, tiene que ver -está en los estudios - 
con el delito, y es un problema que tenemos en nuestra sociedad: dos de cada cuatro jóvenes declaran que 
cometieron el delito bajo los efectos del alcohol; con los siniestros laborales, como mencionó el Presidente de 
la Junta. Le recomiendo que lea un estudio que se llama "Consumo de alcohol y mercado laboral en 
Uruguay", de Ana Inés Balsa, donde habla de los efectos que tiene este consumo en la productividad y en el 
ausentismo laboral. En los últimos cuatro años, el ausentismo laboral se incrementó un 100%. Eso quiere 
decir que hemos tenido costos por este concepto de más de US$ 20:000.000 por año en el país. Esos datos 
parecen menores, pero si uno va sumando, terminado el período de cinco años de Gobierno, representa un 
costo importante. 


En cuanto a la relación entre el consumo de alcohol y la población carcelaria, los estudios dicen que hay más 
de un 60% de la población carcelaria con consumo problemático del alcohol. Asimismo, según los datos que 
tiene la Comisión de Género y Equidad de esta Cámara en cuanto a la relación entre el consumo y la 
violencia doméstica -que mencionó el Presidente de la Junta Nacional de Drogas-, hay una incidencia de más 
del 50%. 


No vale la pena mencionar nuevamente la relación entre el consumo y accidentes de tránsito, ya que el 
Presidente de la Unasev, Gerardo Barrios, estuvo presente en otras Comisiones de esta Cámara hablando 
sobre estos temas y, por suerte, se han tomado medidas restrictivas al respecto. 


También podemos mencionar la relación que existe entre el consumo de alcohol y los niños en situación de 
calle, otro de los problemas que preocupan o deberían preocupar al Gobierno, y así lo ha transmitido el 


Presidente de la República. 


En cuanto a la incidencia del consumo en la deserción educativa, los estudios de la Junta Nacional de Drogas 
dicen que uno de cada tres jóvenes, en los últimos treinta días, tuvo uno o más episodios abusivos con el 
alcohol. 


Sobre la relación entre consumo y embarazo, los estudios indican que el consumo problemático del alcohol 
tiene una incidencia de un 40% en el embarazo adolescente. Y, seguramente, cualquiera de los integrantes de 
la Junta Nacional de Drogas conoce esto que estoy diciendo mucho más que yo. En más de una oportunidad 
he ido al Pereira Rossell para conocer la situación de las mujeres embarazadas, en particular, de las jóvenes 
adolescentes y la situación compleja que viven con respecto al embarazo y al consumo problemático del 
alcohol. 


Estos estudios los tenemos todos. No parece razonable que desde el año 2008 -por lo menos -se vengan 
haciendo solo anuncios al respecto. Quisiera saber cuáles son los plazos definitivos. Hoy hemos escuchado 
un plazo aparentemente perentorio: el 23 de agosto, pero el 23 de julio, en una conferencia de prensa, se dijo 
que en una semana estaría pronto el proyecto de ley relativo al ataque al consumo problemático de alcohol. 


De todas maneras, más allá del marco normativo que indudablemente ustedes deben tener para ejecutar y 
llevar adelante las políticas, quisiera saber cuáles son los procesos que han atravesado, como autoridades y 
como integrantes de la Junta Nacional de Drogas. ¿Hay evaluación de los recursos? Porque las evaluaciones 
que vemos son muy malas y no vemos los resultados. Hoy el Presidente de la Junta Nacional de Drogas dijo 
que están preocupados porque este es un grave drama nacional, pero no vemos resultados, y recursos 
económicos hay, y humanos aparentemente también. Quiero saber cuáles han sido los resultados, qué creen 
ustedes que se ha hecho para combatir el consumo abusivo de alcohol. Dejo planteado esto como una gran 
preocupación. 


Me gustaría no tener que volver a leer dentro de unos meses una nueva versión taquigráfica, donde se 
expresan muy buenas intenciones, con el espíritu de que esto no ocurra -creo que eso está presente en todos-, 
porque deberíamos sentir vergúenza de volver a sentarnos en esta mesa, mirarnos a la cara y sentir que esto 
es algo en lo que no hemos logrado avances. Hoy siento que no hemos logrado avances. Se habla mucho y las 
intenciones son muy buenas, pero acá tiene que haber hechos concretos y resultados tangibles, y los 
resultados tangibles, en función de todos estos datos que acabamos de dar, que los tiene la Junta Nacional de 
Drogas porque fue la que nos los brindó, no los sentimos. 


Con respecto a un tema al que hizo mención el señor Diputado Amarilla, simplemente a modo de inventario y 
de información para el Secretario General Calzada, quiero decir que más allá de a dónde esté dirigido el 
informe -no importa si es al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o al de Industria, Energía y 
Minería; nosotros nos dirigimos al Ministerio de Economía y Finanzas-, la Junta Nacional de Drogas debería 
saber, porque es un tema no menor, que el Gobierno está pagando US$ 13:000.000, subsidiando a una 
multinacional como Ambev. Más allá de que se trate de un subsidio cruzado, como nos ha dicho el Ministerio 
de Economía y Finanzas, o de que esto sea un renunciamiento fiscal, estamos hablando de US$ 13:000.000, y 
está establecido en la Ley de Presupuesto que para el año 2011 se reduciría, entre enero y diciembre, a $ 2,85 
por litro de cerveza y que, a partir de este año, se reduciría a $ 2,70 por litro de cerveza. Ese es un aspecto 
que también debería estar planteado en la agenda de la Junta Nacional de Drogas, porque este es un mensaje 
contradictorio. Y no solo porque la Junta Nacional de Drogas tiene una responsabilidad clara en este sentido, 
sino porque si se supone que se trabaja de manera interinstitucional, parece que no hay comunicación, por lo 
menos entre Presidencia, la Junta Nacional de Drogas, el Ministerio de Economía y Finanzas, y la Cartera a 
la que le competa, en este caso, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, como se dijo hace unos 
minutos. 


Quiero dejar esta reflexión. Me gustaría escuchar algunas reflexiones sobre esta temática, que no admite más 
demora, que no admite que volvamos a reunirnos a escuchar nuevamente esto en la Comisión, que ha 
trabajado seria y responsablemente, presentando el año pasado un informe completo, a partir de una gran 
cantidad de delegaciones que recibimos, del ámbito público y del privado, donde cada una planteó sus 
inquietudes. - Y creíamos que teníamos información suficiente como para que, además, la Junta Nacional de 
Drogas trabajara de manera conjunta y recogiera muchas de las propuestas realizadas. ¡Vaya si hicimos 
propuestas concretas, posibles, tangibles, que podían ser llevadas a cabo en poco tiempo! Ahí no se 


necesitaba nada más y nada menos que -voluntad política de todos; la nuestra estaba y siempre estuvo la 
mano tendida para que eso fuera llevado adelante, pero lamentablemente seguimos esperando. 


Esperemos que el 23 de agosto podamos recibir, como corresponde, un proyecto de ley, pero reitero: más allá 
del marco normativo, se necesita actitud proactiva en la gestión, la actitud de hacer y de demostrar, porque si 
se está haciendo, pero no vemos los resultados, entonces hay un problema desde el Ejecutivo en transmitir y 
comunicar eficientemente lo que se hace, y los resultados tampoco están a la vista. 


Eso es lo que quería decir. Gracias. 


SEÑOR CÁNEPA.- Creo que es muy pertinente la intervención de la señora Diputada Alonso, que 
tiene algunos elementos que me parecen importantes para centrar el alcance del debate y de las 
políticas públicas llevadas adelante por la Junta Nacional de Drogas con respecto al -consumo abusivo 
de alcohol. 


En primer lugar, creo que la Diputada coincidirá con nosotros en que cuando iniciamos esto lo que 
planteamos es que el primer problema que tenía Uruguay no era que el consumo abusivo de alcohol no fuera 
advertido por el Gobierno o por el sistema político, sino que la sociedad uruguaya no lo tenía -y aún hoy no 
tiene -como uno de los problemas sanitarios prioritarios. Nuestro principal desafío es lograr que en la agenda 
pública y real de este país el consumo abusivo de alcohol se transforme en una prioridad y se entienda que se 
necesita un consenso y un apoyo social, más allá de la política pública. Eso es algo que compartimos, porque 
ha habido varios legisladores de distintos partidos que se han expresado en ese sentido. Uno de ellos es la 
Diputada Alonso, quien, sin duda, ha hecho un trabajo importante en esta materia, que ha estado advirtiendo 
sobre la necesidad de que esto se transforme en un elemento clave de la política pública de la coordinación. 
Esto no es algo que uno repita porque sí, porque se dice y se hace. Resulta mucho más difícil ver esos 
resultados de coordinación o articulación en lo concreto, pero existen y voy a explicar por qué. 


En segundo término, en mi opinión -puedo estar equivocado-, creo que hay una contradicción en el planteo 
realizado por la señora Diputada Alonso. Ella dice: "Estamos de acuerdo en el diagnóstico", diagnóstico que 
hace esta Junta Nacional de Drogas, que es un trabajo importante. No es menor tener datos y evidencia. Ese 
es uno de los principios que establecimos en la estrategia de abordaje del consumo problemático de alcohol, 
donde se apunta a trabajar sobre la evidencia científica, pero primero debemos conocer la realidad que 
queremos transformar. Para transformar una realidad, primero hay que conocerla objetivamente. No podemos 
partir de supuestos conocimientos, en función de experiencias particulares, que luego generalizamos en 
visiones y propuestas políticas que no tienen asidero en datos objetivos y en la realidad que queremos 
modificar. 


O sea que me alegro de que estemos de acuerdo en que el diagnóstico común es un paso importante. Por 
supuesto que no es suficiente, pero es un paso importante. No se puede elaborar una visión sobre el impacto o 
la real incidencia que tienen determinados problemas en nuestra sociedad al grito de la tribuna o de 
determinados sectores que pueden tener acceso a la opinión pública generalizada, porque no será la visión 
real del lugar nos encontramos. 


Sin duda, el consumo abusivo de alcohol ha generado un cambio de patrones culturales en nuestro país en los 
últimos quince o veinte años. Como bien decía la señora Diputada Alonso, ese es un tema de responsabilidad 
compartida. Esa ha sido la actitud -quiero reconocerlo en nombre del Gobierno -de muchos de los 
legisladores aquí presentes. 


De cualquier manera, quiero decir que hay avances concretos, que ahora va a relatar el Secretario General. 
No quería aburrirlos con esto, pero creo que será importante que conste en la versión taquigráfica la cantidad 
de elementos concretos en los que se ha avanzado con respecto a este tema. 


Nosotros anunciamos el final de la elaboración de la estrategia nacional para el consumo abusivo de alcohol 
en diciembre de 2011. Esa elaboración contó con una discusión pública y abierta en la que participaron 
organizaciones sociales, con una valoración profunda. Ahí hay una contradicción, porque al principio de mi 
intervención, hablando de políticas públicas, dije que decir que fracasaron los intentos en materia de cambios 
culturales e impacto de resultados a los siete meses de aplicación de una estrategia nacional, a lo menos me 
parece apresurado. Ni qué decir cuando se hacen apreciaciones en el sentido de que no hay resultados 


concretos de las políticas que se aplican, cuando se logró una estrategia nacional; y no es simplemente una 
política aislada, sino una estrategia nacional contra el consumo abusivo de alcohol. En el fondo, esto implica 
cambios culturales que, señora Diputada, no lograremos con leyes solamente, como usted dijo. Tampoco los 
lograremos solamente con políticas públicas, que es lo que está al alcance de cualquier Gobierno. Los 
cambios culturales implican algo mucho más profundo y de más largo aliento, lo cual no invalida la 
necesidad de tener políticas públicas que den resultado para el camino que queremos generar con respecto a 
los cambios culturales. 


Entonces, lo que estableció en 2008 el anterior Secretario General, actual Embajador ante la OEA, Milton 
Romani, era preocupación del Gobierno anterior porque esto era algo que se veía y sobre lo que se alertaba, y 
hubo envío de proyectos de ley que se necesitaban y que no fueron votados por este Parlamento, -que 
legítimamente entendió que no eran los instrumentos que iban a poder lograr los objetivos comunes. 


A ver: -nadie en su sano juicio puede sostener que no todos queremos que baje el consumo abusivo de 
alcohol, con todos los problemas que ello implica. Ese no es un debate. Sostener que aquí hay quien está a 
favor o en contra sería agraviar a la oposición y también al Gobierno pretender que esa no es la voluntad y el 
trabajo que lleva adelante. 


Lo que puedo entender y podemos discutir es que no se está de acuerdo con los instrumentos elegidos. Eso es 
materia natural de debate en cualquier política pública que se lleve adelante. O no se está de acuerdo con el 
cronograma de los instrumentos elegidos, porque se puede estar de acuerdo con los instrumentos y luego no 
concordar con el cronograma de cómo se -van a aplicar. También podríamos dar ese debate y escuchar con 
atención si es pasible de ser mejorado, porque, como dije al principio, no creemos que debamos enamorarnos 
de la medida si hay un error en la aplicación de una política. En tercer lugar, puede haber una evaluación en 
el sentido de pensar que los resultados no son satisfactorios y que hay mejores políticas a desarrollar. O sea 
que en ese caso no se atacan los instrumentos ni el cronograma establecido, sino que se dice: "No son esos 
los instrumentos adecuados y hemos llegado a la conclusión de que hay otros mejores para lograr los 
objetivos comunes que tenemos". 


El Secretario General luego va a decir todo lo que se ha hecho desde 2010 y, fundamentalmente, en estos 
últimos siete meses, de avances concretos en nuestra opinión. De ninguna manera planteamos que en siete 
meses o en dos o tres años íbamos a modificar las pautas culturales establecidas en algunos sectores de 
nuestra sociedad desde hace mucho tiempo y en los cambios que los jóvenes han experimentado en todas las 
clases sociales, según los estudios sociológicos que han habido. Algunos de los que estamos acá -como la 
señora Diputada Alonso y yo -somos jóvenes para el sistema político. Quizás uno de los más jóvenes sea el 
señor Diputado Sabini; y el señor Diputado Caggiani anda por ahí. Lo cierto es que cuando yo era joven, la 
previa no existía. Inclusive, para los que somos relativamente jóvenes para el sistema político nos sentimos 
desconectados de cambios culturales que se dieron muy rápidamente en la sociedad uruguaya. Cuando digo 
rápidamente me refiero a quince o veinte años, que en términos de una sociedad son cambios rápidos y 
profundos. 


Para mí, las críticas son siempre de recibo y sé que las de la señora Diputada Alonso son constructivas, como 
las de cualquier otro Diputado. Podremos no compartirlas, pero quiero poner el acento en que creo 
apresurado decir que no hay resultados tangibles en las políticas que lleva adelante este Gobierno cuando 
primero hubo necesidad de recentrar esto; siempre fue preocupación de la Junta Nacional de Drogas -no del 
anterior Gobierno, sino del otro -la lucha contra el consumo abusivo de alcohol. Pero fue recién en este 
Período que se entendió que la dimensión del problema planteaba la necesidad de establecer una estrategia 
integral y que no alcanzaba con el envío de un proyecto de ley que atendiera aspectos puntuales, como la 
venta de alcohol en determinados puntos, que son políticas que estamos evaluando porque, como se sabe, en 
esta materia no hay una prohibición, sino un comercio natural y regulado. Ustedes planteaban algunos puntos 
de carácter tributario que son de recibo en esta discusión y no es que la Junta Nacional de Drogas no los siga 
con atención, sino que los aspectos tributarios vinculados a la utilización de bienes reciclables en una 
industria tan grande como es la de la bebida tiene otro tipo de justificación de políticas públicas. La ley de 
envases, que se dictó en el período pasado, también tiene una convergencia política. Entonces, aquí lo que 
hay que ver es la integralidad de la discusión política que se tiene con respecto a determinadas medidas. 


A su vez, hay otros aspectos que no pasan por una ley, sino por cuestiones municipales y que estamos 
discutiendo con el Congreso de Intendentes. A veces, es sencillo ponernos de acuerdo en lo que queremos 


hacer, pero luego hay cuestiones de jurisdicciones y alcances. El país tiene un territorio pequeño, con relación 
a otros, que son más grandes. En realidad, no es que nuestro territorio sea pequeño sino que es más exacto 
decir que nuestra población es escasa. Pero, de cualquier manera, hay que tener en cuenta las jurisdicciones y 
los alcances de las responsabilidades, y de los mandatos legales a nivel departamental o nacional. -Como 
ustedes saben, la ley de las Intendencias no define lo que la Constitución tampoco define respecto a cuál es 
exactamente el punto de separación de lo que es nacional y departamental en cada tema. Eso implica una 
cantidad de aspectos de negociación. A veces, implementar algunos temas implica una discusión, que 
nosotros preferimos que sea un poco más extensa para que luego, con acuerdos políticos profundos, podamos 
estar seguros de que su implementación y su perdurabilidad se vean garantizadas porque no dependerán 
solamente de la voluntad de un Gobierno o de un aspecto de la política del Gobierno. 


Antes de pasar a lo concreto, que puede ser no suficiente para los legisladores -y sería aceptable -quería dejar 
marcada nuestra posición. Estamos convencidos, en primer lugar, de que no va a haber cambios culturales en 
dos, tres o cuatro años. Sí vamos a tener resultados en no incrementar y mitigar los -impactos, pero estas son 
visiones de política de largo plazo. 


Puede haber argumentos técnicos que desconozco, pero yo siempre tiendo a pensar que las políticas de shock 
para algunas medidas pueden ser buenas y en otras pueden generar efectos contraproducentes a mediano y 
largo plazo. Yo me adhiero a políticas públicas de largo aliento, con construcciones y con respeto de los 
procesos que deben tenerse en la evaluación de las políticas públicas, con las correcciones necesarias cuando 
se ve que en los primeros estadios de aplicación no se acumula hacia los resultados deseados. En este caso - 
estoy convencidos -no se trata solamente de que lo hayamos anunciado. La Junta ha trabajado seriamente en 
este tema porque ya se -fijó como prioridad. 


Quiero comentarles que tuvimos mucha discusión sobre si lo fijábamos como prioridad, porque estábamos 
preocupados de que fuese interpretado por el sistema político -por la oposición -o -por la sociedad de que se 
cambiaba una prioridad por otra, y que dejábamos de luchar contra la pasta base u otras drogas que generan 
mayor prensa o mayor impacto en la sociedad. 


Sin embargo asumimos ese riesgo. Dijimos públicamente que el principal problema que hoy tiene Uruguay es 
el alcohol. Su consumo abusivo es el que mayores estragos genera en nuestra sociedad, y esto está 
demostrado científicamente. Esto no quiere decir que no haya otras drogas -legales e ilegales -que no lo 
generen y que no queramos tener políticas para cada una de ellas 


Esto significó decidir un cambio sobre las prioridades centrales. -Este no es un tema de iniciativa solo del 
Gobierno sino de quienes tenemos la responsabilidad de implementar las políticas, pero para que empiece a 
haber cambios culturales necesitamos que haya convencimiento de parte de la sociedad de que aquí hay un 
problema central. 


Voy a citar un ejemplo. Cuando se tenga que discutir bajar a tasa cero el nivel de alcohol en los conductores, 
auguro que en este Parlamento habrá personas que darán muchos argumentos legítimos en contra de dicha 
iniciativa porque detrás de eso esconden el convencimiento -en mi opinión, equivocado, pero lo respeto -de 
que el problema no es tan grave y que esas medidas pueden ser extralimitadas. Y si eso se manifiesta en esta 
Casa, que es la que nos representa a todos, es porque hay una parte importante de la sociedad uruguaya -creo 
que de gran magnitud -que todavía no está convencida de eso. Como los uruguayos somos muy educados o 
políticamente correctos, nadie en su sano juicio va a decir que está en contra de regular o de generar políticas 
públicas con relación al -consumo abusivo de alcohol, pero una vez cerrada la puerta, -cuando se toman un 
whisky o una cerveza en compañía de los hijos, se cree que puede haber cierta exageración en el planteo del 
tema. 


Eso es parte del problema que tenemos todos. Se trata de liderar una sociedad -no como Gobierno sino como 
sistema político, como representantes de la gente -con -políticas públicas que se apliquen desde la gestión del 
Gobierno y que den la batalla cultura -es mi opinión -para que estos temas figuren como prioridad en la 
agenda de la gente. Nosotros queremos influir para que este asunto se instale definitivamente. Muchos 
legisladores, en los últimos tiempos, han ayudado en ese trabajo. 


SEÑOR CALZADA.- Continuando con la línea de razonamiento que planteaba el doctor Cánepa, en el 
diseño de las políticas del alcohol, cannabis o drogas -en general dando continuidad a lo que se ha 


venido realizando desde el Período pasado-, nos parece necesario precisar que debemos que tener 
cuidado con pensar que los marcos normativos son los que cambian la lógica de la sociedad y cultura. 
Los marcos normativos pueden ayudar, pero no necesariamente cambian la realidad. 


Pusimos a disposición de la opinión pública material con relación al tema del alcohol en el que manejábamos 
la necesidad de trabajar esta política sobre cuatro grandes pilares, porque consideramos que son los que 
sostienen en general las políticas públicas. Esos pilares son la comunicación, la educación, la sensibilización 
de la sociedad, la legislación, el diseño de instrumentos de control adecuados y, particularmente para políticas 
que tienen que ver con la salud, el diseño de respuesta sanitaria. En eso es en lo que hemos estado trabajando. 


La señora Diputada Alonso mencionaba "La sed sacátela con agua", Programa que llevamos adelante con 
organizaciones de la sociedad civil, ONG, -Intendencias y OSE, que apunta a trabajar este aspecto del - 
problema. Tenemos muy buena evaluación de ese programa, que apuntaba a trabajar en un lugar muy 
sensible de la sociedad y la cultura nacional uruguaya: el carnaval. Ese es un ámbito muy vinculado al 
consumo de alcohol, a las murgas, que es una expresión cultural muy vinculada -reitero -al consumo de 
alcohol. 


En principio ese Programa no generó rechazo y eso ya nos pareció que era dar un paso adelante. Luego, 
progresivamente fue incorporado por los diferentes actores. Hubo rechazos de algunos empresarios del 
carnaval a quienes molestaba este tipo de programas, porque parte del financiamiento de sus actividades 
estaban vinculadas con la venta de alcohol en los espectáculos. 


En algunos lugares tuvimos dificultades iniciales para entrar, pero -en un acuerdo con todas las 
organizaciones sociales que tienen que ver con esto -nos parecía muy importante una alianza con Daecpu, 
con la que establecimos un acuerdo y trabajamos en forma conjunta apostando al corazón de los 
carnavaleros-, en Colonia, Artigas, Rivera, Montevideo, Canelones, Maldonado y Rocha llevamos adelante 
un programa vinculado con el uso responsable del alcohol. Esto tuvo un resultado positivo porque 
establecimos algunos controles para medir lo que estábamos haciendo. 


Cuando presentamos los aspectos generales del trabajo con alcohol o mencionaba que lo relacionado a los 
instrumentos de control nos ha insumido más tiempo. El país tiene leyes perfectas, quizás ejemplares, que por 
diferentes motivos -no desde hace dos o cinco años, sino desde hace muchísimo -han caído en desuso. Por 
ejemplo, tomar alcohol en la vía pública es una falta. Eso figura en -la ley y ustedes lo tienen acá en el 
Parlamento 


En el documento que elaboramos el año pasado lo presentamos. Esa es una herramienta que por diferentes 
motivos, durante veinte o treinta años fue cayendo en desuso y hoy es inaplicable. Esto lo hemos hablado con 
el señor Intendente de Soriano porque intervenir, por ejemplo, en la rambla de Mercedes evitar el consumo de 
alcohol implicaría concurrir con la Guardia Metropolitana. 


Esa es una responsabilidad que colectivamente debemos que afrontar. Existe un problema y tenemos que ver 
cómo lo resolvemos. No es un problema solo del Intendente de Soriano ni del Ministro del Interior, sino que 
es un problema del enfrentamiento que damos a esta circunstancia en la cual tenemos que llegar a ciertos 
acuerdos en la sociedad y en el sistema político. -¿Vamos a prohibir el consumo de alcohol en la rambla de 
Mercedes y pero habilitar entre Punta del Este y La Barra de Maldonado? ¿Qué implicancias tiene eso? Esto 
es lo que el Parlamento tendrá que discutir cuando enviemos el proyecto de ley, en el que se establecen 
algunos criterios. 


Con relación a lo que las personas sienten, uno no puede meterse en ese campo. Lo que siente la señora 
Diputada Alonso es tan legítimo como lo que siento yo. Es más: yo siento cosas diferentes con relación a 
esto, y creo que hemos avanzado. 


Podemos hacer una exposición detallando departamento por departamento, precisando los indicadores de 
gestión del primer semestre concluido en julio. Es una herramienta de trabajo. Trabajamos por objetivo de 
gestión y podemos avanzar en eso. En cada uno de los departamentos tenemos herramientas de medición de 
la gestión y del impacto de los programas que llevamos adelante. Los podemos presentar ahora o venir otro 
día. Podemos comparar números, por ejemplo, cuántas camas teníamos en el año 2005, cuántas en el 2010, 
cuántas tenemos ahora y cuántas tendremos cuando finalice el 2012. Ese es otro mecanismo de medición. 


Podemos medir el impacto, el volumen de personas a las que llegamos, los programas que desarrollamos, las 
actividades que realizamos. 


En la Secretaría Nacional de Drogas tenemos una Secretaría de Prensa y Comunicación con la que tendremos 
que trabajar y revisar si tenemos algún problema de comunicación. Desde setiembre del año pasado estamos 
emitiendo un boletín mensual -seguramente llega a todos los señores legisladores -en el que se presenta el 
conjunto de acciones que se realizan desde la Secretaría. Entendemos que la comunicación, como lo plantea 
la señora Diputada Alonso, es un tema central del desarrollo de las políticas. Quizás no lo estemos haciendo 
de la mejor forma, pero podemos concurrir en otra oportunidad a presentar los aspectos de comunicación que 
estamos manejando en forma cotidiana desde la Secretaría Nacional de Drogas. 


Podemos tomar como ejemplo el volumen de fondos ejecutados, y de proyectos y convenios realizados. Las 
políticas de drogas es un tema de todos, es un problema de construcción colectiva. En el año 2011 firmamos 
y llevamos adelante 32 convenios; 26 de ellos fueron con transferencias de recursos económicos para la 
ejecución de proyectos por parte de organizaciones que están en la proximidad de las políticas públicas, en la 
proximidad con la sociedad. En ese Ejercicio transferimos por esta vía $ 15:000.000, que era el presupuesto 
que teníamos en ese momento. 


En el año 2012 llevamos firmados y tenemos en ejecución 17 convenios con estas características, que son 
llevados adelante por diversas entidades como Intendencias y organizaciones no gubernamentales del más 
diverso carácter y origen. Ellas ejecutan un conjunto de políticas diseñadas directamente por la Secretaría 
Nacional de Drogas. Lo hemos hecho de manera transparente. El año pasado hicimos un concurso de 
proyectos y un concurso para premio. El 10 de enero de este año implementamos un concurso de proyectos y 
en este momento estamos haciendo un concurso de premios para las actividades realizadas, a fin de que los 
fondos públicos se ejecuten por quienes tienen relación directa con la población. 


Estamos trabajando en la formación de recursos humanos, y me parece importante recalcarlo. Desde el 
Período anterior se viene desarrollando un curso de formación virtual que ha formado a miles de personas 
con relación a la perspectiva del trabajo con drogas en todo el país. En el año 2012 logramos dar a este curso 
un carácter universitario. Firmamos un acuerdo con la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales -con la 
que estamos cogestionando la formación de cien recursos humanos de manera virtual, a nivel de todo el país-, 
en el que establecimos como prerrogativa que el 60% de los inscriptos no fuera de Montevideo. Nos parece 
que esto es avanzar y es una forma de medir y monitorear el desarrollo de estas políticas. 


No sé si este es el momento de hacer un planteo departamento por departamento y programa por programa, o 
si prefieren agendar otra jornada de trabajo para realizar una exposición pormenorizada de los instrumentos 
con los que estamos midiendo las actividades que desarrollamos, para que tengan una visión más clara del 
impacto de las políticas públicas que estamos implementando desde la Secretaría Nacional de Drogas. 


SEÑOR BANGO.- Sugiero que nos dejen el informe que establece las actividades en cada uno de los 
departamentos para que conste en las actas. Aunque no lo consideremos en este momento, quedará 
incorporado a las actas y las personas que tengan interés en consultarlo, podrán hacerlo. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el informe se incorporará a las actas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me gustaría que las autoridades de la Junta Nacional de Drogas nos 
dijeran qué políticas sobre la marihuana van a venir comprendidas en el proyecto de ley que se 
enviaría en una semana. 


SEÑOR CÁNEPA.- Hemos anunciado que el proyecto de ley excluye al Estado de la ilegalidad prevista 
en el Decreto Ley N” 14. 294, de 31 de octubre de 1974 -en plena dictadura-, y sus modificativas. La 
voluntad es excluir al Estado del alcance de esa norma respecto a la producción, almacenamiento, 
comercialización, -suministro y -distribución de la marihuana y de sus derivados. Por lo tanto, la idea 
es no mantener el mismo tipo de prohibición al resto de los ciudadanos o habitantes comprendidos en 
esa norma. El proyecto de ley será muy concreto y simple; creo que va a tener un solo artículo. 


Obviamente, todos los aspectos de implementación serán transmitidos cuando se fundamente el 
proyecto de ley por parte de quien lo deba hacer. 


El proyecto de ley vendrá con la firma de determinados Ministros, aunque estaremos a las órdenes de los 
señores legisladores para venir a dar nuestra posición como Junta Nacional de Drogas. 


Como decía hoy, esto dependerá de qué es lo que apruebe el Parlamento porque tiene a estudio distintas 
iniciativas, que ya he sostenido que son complementarias. Como dijo muy bien el señor Secretario Calzada, 
no compartimos que el autocultivo sea autoregulación. -Por lo tanto, tenemos un límite en la posición del 
Poder Ejecutivo y fundamentos para expresar en el momento en que discuta esto en el Parlamento. No 
compartimos la autoregulación, pues creemos que el Estado debe regular el mercado vinculado a la 
comercialización, control y efectivo registro de las plantaciones y de la producción de marihuana en nuestro 
país. 


SEÑORA ALONSO.- ¿Esto significa que el proyecto que ingresará desde el Poder Ejecutivo, que 
tendrá un artículo y que buscara que el Estado sea el regulador, comercializador y en su defecto 
productor -del cannabis, estará inhabilitando o dejando sin efecto los proyectos sobre autocultivo? 


SEÑOR CÁNEPA.- Me debo estar expresando muy mal. Creo que lo dije dos veces, y voy a dejar 
constancia en la versión taquigráfica. 


Esta es la opinión de este Presidente de la Junta Nacional de Drogas. Dije que no hubo una reunión específica 
para resolver esto como decisión formal de la Junta Nacional de Drogas. El proyecto vinculado a dejar afuera 
al Estado de las prohibiciones alcanzadas por la Ley N* 14.294 para la producción, almacenamiento, 
comercialización, suministro y distribución de la marihuana no es contradictorio con los proyectos de 
autocultivo. Lo que dijimos es que hay una posición clara del Gobierno con respecto a que el autocultivo no 
es autoregulación. El Estado debe participar en la regulación de todo el mercado vinculado a la marihuana, 
desde su producción hasta su comercialización. El autocultivo es complementario, porque la producción de 
un privado debe ser regulada. Son dos conceptos distintos. Lo que es claro para el Poder Ejecutivo es que no 
vamos a permitir que los privados puedan generar una comercialización de la marihuana. Eso va a seguir 
siendo delito en nuestro país. 


Por otra parte, entiendo que los proyectos que se han venido discutiendo aquí, y el que vamos a presentar, no 
son contradictorios. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La generalidad del concepto me queda clara, pero me gustaría saber 
algo acerca de lo que escuchamos la semana pasada respecto a que lo haría el Ejército al norte del Río 
Negro, que se pediría -tal como lo planteaba el Secretario de la Presidencia -que lleven los "toquitos" 
para devolverlos, para poder vender, etcétera. 


SEÑOR CÁNEPA.- Lo más razonable es que se discuta el fundamento de un proyecto cuando esté aquí 
en el Parlamento. Reconozco que ya podía haber estado. 


Hay algunos aspectos de implementación de la ley -si el proyecto fuera sancionado -sobre los que se quiere 
tener las respuestas necesarias a fin de satisfacer las dudas de los señores legisladores, porque tienen el 
derecho y la potestad de saber cómo se va a implementar la autorización que van a dar al Estado para generar 
o prever la comercialización y regulación del mercado. Sería un error -ya adelanto algún fundamento - 
cristalizar en una norma legal todos los aspectos de implementación porque se generaría una rigidez excesiva 
en algo en que el Estado debe tener capacidad de gestión. Normalmente no se regulan en una ley los aspectos 
de implementación, pero en el debate parlamentario seguramente va a haber preguntas con respecto a eso. 


Con respecto a algunas ideas que ha manifestado el señor Secretario de la Presidencia, se trata de un planteo 
de posibilidades de implementación. Lo más importante va a ser la implementación que el Poder Ejecutivo 
trasmita cuando venga aquí a fundamentar el proyecto que se está presentando. 


No creo que sea pertinente discutir sobre trascendidos de prensa. Estamos dispuestos a dar toda la discusión 
sobre la implementación y sobre lo que el Estado está pensando hacer a partir de la presentación del 


proyecto. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo entender de lo que nos dice el señor Prosecretario de la 
Presidencia que la norma -una ley -habilitaría al Estado a participar en la producción y 
comercialización, y que la reglamentación la haría el Poder Ejecutivo sin necesidad de ley. 


(Interrupción del señor Representante Bango.- Respuesta del orador) 


——- Digo esto porque todo ese marco regulatorio no estaría bajo el amparo de la ley, sino que el Poder 
Ejecutivo lo haría por decreto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Creo inconducente discutir en el día de hoy aspectos puntuales de este proyecto de 
ley. Va a ser el Parlamento el que resuelva. Si los señores legisladores entienden que en la ley deben 
figurar aspectos de implementación, los pondrán. Yo adelanto mi opinión acerca de que es 
absolutamente inconducente e inconveniente, en cualquier ley que refiera a cualquier materia a ser 
implementada por el Poder Ejecutivo, dejar rígidos aspectos concretos de implementación porque 
luego, cuando haya que modificar aspectos de gestión, deberá pasar nuevamente por el Parlamento. 
Sin dudas -es materia legal-, para que el Estado pueda producir, almacenar, comercializar y 
suministrar -marihuana debe ser exento del delito previsto en la Ley N” 14.294, porque hoy no tiene 
habilitación legal para hacerlo. 


Por lo tanto, planteamos que el Estado deberá estar habilitado porque es el que debe regular el mercado de la 
marihuana. No compartimos el concepto de autoregulación. Reitero que debe ser el Estado el que debe 
regular, lo que no quiere decir que esto no sea pasible de ser discutido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que esto no se convierta en un ida y vuelta, hagamos las preguntas a la 
Junta a fin de poder culminar esta jornada. 


SEÑORA ALONSO.- No sé si este tema merece un ida y vuelta, pero por lo menos quiero dejar 
constancia de las interrogantes que se me plantean y que, por lo tanto, espero respuestas de las 
autoridades que tienen clara responsabilidad en esto. No hemos tenido respuestas y me preocupa sentir 
que no las tenemos. Lo que más me preocupa aún es que esto parece un cheque en blanco. Siento que 
va a entrar un proyecto de un artículo que aparentemente dice que el Estado va a regular la 
producción y comercialización de marihuana -que me genera una gran preocupación -y deja al 
Parlamento la instancia para el debate. Tomando en cuenta los noventa y nueve Diputados más los 
treinta Senadores de la bancada oficialista -no ya de la oposición, porque tenemos poca incidencia 
dadas las mayorías-, que tienen sus grandes diferencias internas, y más en este tema que atraviesa a los 
partidos políticos y a las diferentes concepciones filosóficas de los distintos sectores, siento que vamos a 
hacer la mímica de que estamos incorporando algo. Vamos a devolver la pelota al Poder Ejecutivo para 
que en la Presidencia de la República, en definitiva, se haga lo que tenía pensado hacer el Presidente 
Mujica, que frente a las encuestas de la opinión pública acerca del Estado comercializando y 
produciendo marihuana -más de un 60% se le plantó en contra -no se animó y guardó el proyecto para 
dejar que el Parlamento "lo defina". 


Me voy de esta sesión con falta de respuestas y una gran preocupación, ya no como legisladora sino como 
ciudadana, en particular como madre. Podemos cortar esta discusión acá, señor Presidente, como usted 
pretende, pero este es un tema que al principio el Gobierno le dio una dimensión, y ahora no sabe cómo 
escaparle ni cómo encararlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco la preocupación de la señora Diputada por las diferencias en mi 
bancada y, ya que fui aludido, aclaro que no tengo ninguna intención de finalizar la sesión; 


simplemente intento que la reunión sea lo más productiva posible. 


SEÑOR PUIG.- En primer lugar, quiero agradecer la exposición de la Junta Nacional de Drogas. 


Creo que, una vez más, tanto en estrategia general como en el encare de políticas concretas, han desarrollado 
un planteo que es realmente útil para esta Comisión. Lo que seguramente no resulte productivo es discutir 
sobre el espíritu de un proyecto; creo que tenemos que discutir el proyecto. Una vez que ese proyecto esté en 
el Parlamento, seguramente el Poder Ejecutivo no va a remitir un cheque en blanco a este Parlamento ni este 
Parlamento le va a dar un cheque en blanco al Poder Ejecutivo. Lo que vamos a hacer es discutir en base a 
esa política integral en materia de drogas, qué es lo que está planteado, y cuáles son las diferentes 
alternativas. 


Me llevo de acá algunas conclusiones, entre ellas que no se ha planteado que este proyecto sea contradictorio 
o excluyente del autocultivo. No ha sido eso lo que ha planteado el Poder Ejecutivo; por el contrario. 


En cuanto a lo del cheque en blanco, también depende de este Parlamento si está dispuesto a firmar cheques 
en blanco. Yo creo que hasta ahora, el conjunto de los parlamentarios no han firmado cheques en blanco y 
estimo que no lo harán en el futuro. 


Con respecto a las diferencias internas de las distintas organizaciones políticas de este país, creemos que no 
es conveniente entrar a hablar de quién tiene diferencias y quién no, y cuáles son las diferencias o las 
fracciones que tiene cada uno. Podríamos entrar a hablar de eso, pero no me parece que realmente sea un 
elemento importante para esta Comisión. 


Aspiro a que este Parlamento pueda discutir un proyecto, cuando esté elaborado y presentado, y que sea a la 
brevedad, y en base a eso poder hacer un aporte a esta política integral que viene desarrollando el Gobierno 
en esta materia, que creo que es bastante más que una mímica. 


SEÑOR BANGO.- En el mismo sentido que el compañero Puig, siento que lo que hemos tenido es una 
respuesta concreta a una pregunta concreta que hizo este legislador. Preguntamos si el proyecto de 
autocultivo que tenemos para considerar en el tercer punto del orden del día -cuando se retire la 
delegación de la Junta Nacional de Drogas -es contradictorio con la iniciativa que el Gobierno prevé y 
que ha anunciado que va a traer al Parlamento, probablemente en una semana, y se nos ha dicho - 
según la opinión personal del Presidente de la Junta Nacional de Drogas -que no lo entiende 
contradictorio. Esa es la información clave, por lo menos para mí, a los efectos de programar el trabajo 
de esta Comisión porque, si me hubiera dicho lo contrario, tendríamos que esperar y ver por qué 
proyecto optar. Pero creo que están dadas las condiciones como para buscar una armonización entre el 
proyecto que vendrá del Poder Ejecutivo y el proyecto presentado oportunamente por la bancada del 
Frente Amplio, con la firma de un Diputado del Partido Colorado y de un Diputado del Partido 
Independiente. 


Por otro lado, agradecemos al Presidente de la Junta Nacional de Drogas que nos haya avanzado contenidos 
eventuales de este proyecto de ley. Por lo menos en lo que a mí respecta, voy a dejar de lado mis sentimientos 
y a esperar a que llegue el proyecto para, luego, discutir cuáles de esos aspectos tendrán que formar parte de 
una reglamentación y cuáles aspectos eventuales de la implementación podrán estar o no incluidos en la ley. 
Pero para eso, quien habla estará en condiciones de decidirlo una vez que el proyecto sea presentado 
concretamente ante el Parlamento, y, en la medida en que más rápido venga, más rápido vamos a poder 
acometer el trabajo, con eficacia, que tenemos por delante en esta Comisión. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero agradecer nuevamente a la Comisión por la invitación a la Junta Nacional 
de Drogas para participar de este debate y, en particular, de poder transmitir las políticas que se están 
llevando adelante. Agradezco lo que propuso el señor Diputado Bango para adjuntar a la versión 
taquigráfica todas las tareas concretas que se están llevando adelante. 


Me parece que fue una información que se dio con mucha altura. No me gustaría caer en adjetivaciones y 
calificaciones permanentes que, porque uno esté acostumbrado, no significa que sean razonables y 
conducentes. Desde el Poder Ejecutivo y desde el Gobierno estamos convencidos de que este es un debate 
mayúsculo en la sociedad uruguaya y que debe ser el Parlamento -porque son ustedes quienes representan a 
esta sociedad como la asamblea de la ciudadanía -el que decida. El Poder Ejecutivo tiene una posición muy 
clara en los temas -como lo conoce la bancada y he transmitido aquí-, pero entendemos que lo mejor sería dar 
un debate con el fin de ver si esta es la mejor política pública, porque la que hemos seguido hasta ahora con 


respecto a esta droga ilegal, por lo menos, ha resultado insatisfactoria. No hablo de la evidencia de siete 
meses, después de un trabajo de generación de marco, sino del resultado de las políticas que se han aplicado 
durante veinte o veinticinco años. 


También hemos intentado manifestar, en algún pasaje de nuestra intervención -quizás no ha sido suficiente-, 
un adelanto del fundamento profundo que tiene el Gobierno acerca de la necesidad de enviar este proyecto 
para modificar su política respecto a este tema. Hemos dado fundamentos que nos acompañan, no solamente 
a nivel nacional sino internacional, y quienes acompañan al Gobierno en esta decisión son personas de alto 
nivel político, social e institucional en el mundo. 


Por último, más allá de las chicanas naturales que se dan en el debate político, me parece que este Parlamento 
va a asumir una discusión importante, como ha tenido otras. Y quiero dejar algo en claro: quienes conocen al 
Presidente de la República, saben que el Presidente y este Poder Ejecutivo no van a plantear un cheque en 
blanco ni quieren un cheque en blanco. Son muy respetuosos de los trabajos y de los lugares institucionales 
que cada uno ocupamos. Y, precisamente, por ese respeto que se tiene es que entendemos que debe haber una 
propuesta del Poder Ejecutivo y un debate integral del Poder Legislativo, y vamos a estar a lo que el Poder 
Legislativo resuelva en este tema, como corresponde. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero manifestar claramente que todas las discrepancias y dudas que 
planteamos con respecto a las políticas que pueda desarrollar el Gobierno con relación a las drogas son 
cuestionamientos a las políticas y no a las personas. Parece obvio pero, precisamente, como del 
contexto de las palabras en algún momento podría parecer otra cosa, quería señalarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer la presencia de los integrantes de la Junta Nacional de 
Drogas. 


(Se retira de sala una delegación de la Junta Nacional de Drogas y de la Secretaría Nacional de Drogas) 


——— Quiero proponer a los señores Diputados agendar el proyecto de regulación para la plantación y el 
consumo de cannabis para cuando ingrese el proyecto del Poder Ejecutivo. También habría que adjuntar, en 
un cuadro comparativo, el proyecto presentado por el señor Diputado Lacalle Pou, que no tenemos en la 
nómina y que se denomina "Lucha contra el Narcotráfico". A su vez, está el proyecto presentado por el señor 
Diputado Iturralde Viñas que refiere al cannabis de uso no psicotrópico. Este elemento estaba incluido en el 
proyecto de regulación, pero la intención es dar un tratamiento integral al tema, con el análisis de todos los 
proyectos alusivos que hay en el Parlamento. En el momento en que esta Comisión tenga a consideración 
estos proyectos, seguramente invitaremos nuevamente a la Junta Nacional de Drogas y a los demás actores 
involucrados. La idea es ir adelantando el trabajo y hacer un estudio comparativo mediante la solicitud de 
asesoría técnica, de forma de hacer lo más útil posible nuestro trabajo. 


También deberíamos elaborar un cronograma de aquellas instituciones que los señores Diputados quieran 
convocar para el tratamiento del proyecto de regulación de la plantación y el consumo del cannabis, de forma 
de maximizar el trabajo de la Comisión. 


Ha quedado claro que con relación al consumo de alcohol va a llegar un proyecto; cuando esto se produzca 
quizás estemos abocados a la iniciativa relativa al cannabis, pero una vez terminado ese asunto podremos 
comenzar también su estudio junto con el de otros proyectos que están incluidos en la nómina. 


Por último quiero plantear lo que dijimos al comienzo de esta reunión con relación a que tenemos que 
solicitar a la Cámara que remita los proyectos relacionados con adicciones y drogas, agregando los dos que 
mencioné, que al menos quien habla no encontró en la nómina. Me refiero al de cannabis de uso no 
psicotrópico, presentado por el señor Diputado Iturralde Viñas, y al de lucha contra el narcotráfico, 
presentado por el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me parece bien lo que plantea 


Por otra parte, solicito que en cuanto sea posible esta Comisión se aboque al tratamiento de otro proyecto que 
está pendiente, relativo a la creación de un sistema de lucha contra la pasta base, que presentamos en el año 


2010 con las señoras Diputadas Mallo y Montaner, y con los señores Diputados Semproni y Lacalle Pou. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que el Poder Ejecutivo presentó un proyecto relacionado con este 
punto y que tiene mucho que ver con la iniciativa que ustedes habían presentado. Lo más lógico sería 
que cuando llegue el proyecto del Senado también lo adjuntáramos en esa discusión, ya que son dos 
instancias en que se da la misma situación. 


SEÑOR BANGO.- Respaldo el criterio planteado. Más allá de que la intención de la bancada 
oficialista, así como la del Senado, es que estos cuatro proyectos que se han remitido -entre los cuales se 
encuentra el que hacía referencia el señor Presidente -se tramiten de la manera más rápida posible, si 
se dilatara su tratamiento, la voluntad es ordenarnos de manera tal que cuando venga el proyecto a 
esta Comisión desde el Senado se le incorporen todos los que existan sobre la misma materia. Esto nos 
permitiría dar racionalidad al análisis. Esta bancada no va a aprobar un proyecto que toque esta 
temática -hay que anunciar y dejar en claro esto -hasta que no llegue el proyecto aprobado del Senado. 
En ese momento, por supuesto, incluiremos el proyecto que acaba de mencionar el señor Diputado 
Iturralde Viñas y otras iniciativas que eventualmente podrían surgir al respecto. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos interés en tratar los proyectos por temas y habiendo varias 
iniciativas sobre el mismo asunto parece lógico tratarlos en conjunto, siendo que -además -existió 


voluntad expresa del Poder Ejecutivo de enviar un proyecto que fue derivado al Senado; si el mismo 
hubiera sido derivado a esta Cámara lo trataríamos en esta Comisión. 


Queda por resolver si vamos a tener una reunión la próxima semana. 


SEÑOR BANGO.- Creo que debemos mantener el orden del día de esta Comisión. Esperamos que el 
jueves haya llegado el proyecto del Poder Ejecutivo; de no ser así, habilitaríamos al señor Presidente a 
que hiciera una ronda para evaluar la pertinencia, o no, de llevar a cabo la reunión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


